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Solamente la Urania calctUada de los mandarines 
espafioles, podia hacer goberna/r tan inmenso territo- 
rio por una* mistnm leyes^ á pesar de la diferencia 
enorme de climas, de temperamentos y de su consi- 
guiente injiueneia 

Hé aqui las ventajas del sistema de Federación. 
Darse cada pueblo á si mismo leyes amUogas d sus cos- 
tumbres, localidad y dem>as circunstancian. 

(Manifleeto del Congreso Constituyente de 1824). 



ce, Pí^siDENTE Y NLagisti^ados: 



/ 



Por parte de D. TrinidacJ Barquera y Bernaldez, os pido en debi- 
da forma, confirméis en todas sus partes la sentencia de vista, pro- 
nunciada por la 2' Sala de este Tribunal Superior, en 1* de Julio 
de 1876, y que os digneis declarar en consecuencia, como puntos 
principales: 

I. Que es de abrirse y se abre la sucesión legítima del Lie. D. 
Mucio Barquera, por haber fallecido intestado. 

II. Qlie es heredero legítimo y único de dicho intestado, D. Tri- 
nidad Barquera y Bernaldez, en todos los bienes hereditarios, que el 
20 de Marzo de 1862, se encontraban en el territorio del Estado de 
México y de los frutos que hayan producido; y 

III. Que D. Trinidad Barquera y Bernaldez es heredero, en unión 
de la viuda Doña Consuelo Martínez de la Concha, de los bienes 
que en la misma fecha quedaron en esta capital. 

Os pido, además, la expresa condenación de todas las costas. 
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Ningún método mejor puedo observar al sostener la sentencia 
de vista, que el de analizar y resolver una por una todas las cues- 
tiones que contiene cada uno de los considerandos de la sentencia, 
resolviendo de paso la serie de objeciones opuestas á cada una de 
las premisas á que vengo aludiendo. 

Dividiré, por esto, mi akgato, en seis partes. 



PARTE PRIMERA. 



El coasiderando 1? de la sentencia de vista contiene cinco cues- 
tiones. 

1* El hecho de que los bienes hereditarios de D. Mucio Barque- 
ra están situados en los Distritos de Huichapam y Zimapam, con 
excepción de los muebles de la casa mortuoria que se hallaban en 
esta Ciudad. 

2* Que aquellos Distritos pertenecian al Estado de México, en 
20 de Marzo de 1862, dia del fallecimiento de D. Mucio Barquera. 

3* El estado civil y capacidad legal de D. Trinidad Barquera y 
Bemaldez deben sujetarse á las leyes vigentes en el Estado de 
México en aquel dia. 

4* Que debe abrirse la sucecion respecto de los bienes raices y 
muebles existentes en el Estado de México, con total arreglo á las 
leyes citadas. 

5* Que la sucesión respecto de los muebles sitos en el Distrito 
Federal, debe arreglarse á las leyes vigentes el 20 de Marzo de 
1862 en el mismo Distrito, así como la de los muebles sitos en el 
Estado de México á las leyes de éste. 



La situación de I0.5 bienes hereditarios en Huichapam y Zima- 
pam está justificada: 
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1° Con el ascrito de denuncia y diligencia de aseguramiento de' 

bienes. (Fojas 1* Cuaderno corriente), 

2? Con el escrito del defensor del intestado. (Fojas S^.), 

3** Con casi todas las primeras fojas del cuaderno corriente, con 

especialidad las 15 y 18^ en que se hallan los inventarios. 



II 

Que los Distritos de Huichfi;pam y Zimapam pertenecían al Es- 
tado de México en 20 de Marzo de 62, se demuestra plenamente 
con él artículo 4? de la Constitución del Estado de 12 Octubre de 
1861. (Tomo 6" de la colección de leyes del Estado^ pág. Jfi), Ad- 
vertiré dos cosas: 

1* Que si el Estado de México se fraccionó en tres distritos mi- 
litares, perteneciendo al 2" Huichapam y Zimapam, fué hasta el 3 
de Agosto de 1862, fecha en que se publicó en el Estado el supre- 
mo decreto de 7 de Junio de 62 como es de verse en el Tomo 6** de 
la colección citada pág. 149 y 150. 

2* Que si los mismos distritos de Huichapam y Zimapam for- 
maron parte del Estado de Hidalgo, este hecho se verificó hasta el 
año de 69 en virtud de la ley Constitucional de 15 de Enero del 
mismo año. (He registra esta ley en la edición Toluqueña de 1875 
en que se compilaron la Constitución Federal y leyes orgánicas). 

Luego, es un hecho incontestable que el 20 de Marzo de 1862, 
dia del fallecimiento del Sr. Lie. Barquera, pertenecían al Estado 
de México los Distritos de Huichapam y Zimapam. 
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La tercera cuestión del considerando 1" según la que el estado 
civil y capacidad de D. Trinidad Barquera deben arreglarse a las 
leyes vigentes en el Estado de México, el 20 de Marzo de 1862, re- 
conoce por base los fundamentos siguientes: 

1" Estatuto personal es Ja ley que se refiere directa y esclusiva- 
mente al estado civil de la persona, y por lo tanto á su condición 
y á su capacidad para los actos de la vida civil. (Sei'na y Montal- 
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tan, elementos de derecho civil y 'pencdy Utuh i^relimiiuiv, Sección 
2*:, párrafo 4-^., número 1.2). 

2* El estatuto personal se funda en la libertad individual, ó lo 
que es lo misino, en el derecho que cada hombre tiene para habi- 
tar ó residir en la Nación ó Estado que mejor le agrade. (Artículo 
11 de la Constitución Federal, HeffteVy Derecho Internacional, 
traducción de G, Lizdrraga, lib, i*? cap. 1^- letra h, pán^afo 37 pá- 
gina 88), 

3? Se funda además, en la soberanía de los Estados, que trae 
invívito el derecho de legislación, el cual comprende todo lo rela- 
tivo al estado y capacidad de las personas. (D, Carlos Calvo, De- 
recho Internacional, tomo 1*, parte i', cap. 5", pái'rafo 173, pág, 
273 y iiárrafo 1 78 pag, 283), 

4? El estatuto personal sigue al hombre por donde quiera que 
vaya, por una razón de orden; porque bcria contradictorio que un 
individuo cambiara de estado y de condición, siempre que un via- 
ge lo llevara á otro sitio. (Calvo, alU, peiñodo 3^) 

5" El consentimiento general de las naciones civilizadas ha que- 
rido, que lo que concierne á la capacidad de un individuo se regu- 
le por las leyes del país al cual pertenece. (Pardesus^ citado por 
Calvo alli. Sema y Montalhan, lugar citado. García Goyena, co- 
mentario al artículo 7^ del Código Civil Español. Wheaton, Ele- 
mentos del Derecho Internacioncd, tom, i", parte 2^., cap, 2"- j)ar' 
rajo ¿>?, págs, 119 y 120. Heffter, obra citada pág, 00 párrafo 38), 

6"* En los códigos civiles extranjeros se establece el estatuto 
personal. (Véase art. rj? del Código Francés; 3^. Napolita^iio; 12 del 
Sardo; 2*- de Vaud; 3"* de la Luisiaiía; T* de España; ff* de Ita- 
lia; tf de Portugal). 

7" Nuestros Estados tienen que respetar la libertad de residen- 
cia reconocida en el art. 11 de la Constitución Federal. Son libres 
y soberanos por-los arts. 40 y'41 del mismo Código, y tisnen ex- 
pedito el derecho de legislar para su régimen interior. »i Luego si 
el estatjito personal se funda en la libertad de residencia, en la li- 
bertad y soberanía de los Estados, y en el derecho de legislación, 
debe aplicarse á los Estados de la República. 

8V El art. 23. de la ley Orgánica de 14 de Diciembre de 1874, re- 
conoce en los Estados el derecho de legislar sobre el estado y capa- 
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ciJad de las personas. Este derecho es á lá vez una obligación 
impuesta ácada Estado de la República, para que recíprocamente 
respetan las leyes que fijan el estado civil de las personas. (Art, 
24 de la ley Orgánica citada.) 

9" Han usado de este derecho los Estados de la República, como 
es de verse en los arts. 7, 8 y 9 del Código Ci\il de Veracruz; en el 
7" del Estado de México; y en el 13 del Distrito Federal, que han 
acogido los Estados siguientes: Hidalgo, Guanajuato, Morelos, Pue- 
bla, San Luis, Sonora, Tamaulipas, Guerrero, Michoacán, Queré- 
taro, Zacatecas, Campeche, Durango, Sinaloa, Tabasco, Coahuila, 
Aguascalientes y Jalisco. 

10" El estatuto personal comprende las leyes que deciden si un 
hombre es padre ó hijo de familia, si es legítimo ó ilegítimo y su ca- 
pacidad para adquirir por Sucesión Intestada. (Serna y Montal- 
han, obra citada^ tomo r, núm, 12 ixígs. 275 y 276, Heffter pág, 
90, páiTafo 38.) 

11" Luego el estado civil ó capacidad de los naturales y vecinos 
del Estado de México, para las sucesiones intestadas se rigen por 
las leyes especiales de este Estado. 

12" Trinidad Barquera es natural y era vecino del Estado de 
México en 20 de Marzo de 18G2, fecha del fallecimiento del intes- 
tado D. Múcio Barquera. (Pimehas déla 1^ y 2^ instancia.) 

13" Es de obvio derecho, que el de heredar lo determinan las le- 
yes vigentes en el dia del fallecimiento del testador ó intestado. 
(Art. r de la Ley de 10 de Agosto de 57; Art 793 del Código ci- 
vil del Estado de México; Art 3372 del Código civil del Distrito 
Federal.) 

14" Luego el estado civil de Trinidad Barquera y su capacidad 
para heredar al intestado D. Múcio Barquera, deben determinarse 
por las leyes vigentes en el Estado de México el 20 de Marzo de 
1862, 

15" Debo advertir en este punto, que el Sr. Lie. José María 
Lozano, patrono de los parientes colaterales del Sr. Lie. Barquera, 
está conforme con las doctrinas hasta aquí asentadas sobre el esta- 
tuto personal, como lo manifestó en el exordio de su discurso; y que 
ninguna objeción seria se ha opuesto de parte de los abogados que 
hun patrocinado á la viuda Doña Consuelo Martínez de la Concha, 
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IV. 



La sentencia suplicada, ha dicho: que debe abrirse la sucesión, 
respecto de los bienes raíces situados en territorio del antiguo Es- 
tado de México, conforme á las leyes vigentes en el mismo Estado 
en 20 de Marzo de 1862. Esta proposición reconócelos fundamen- 
tos siguientes: 

1" Se llama Estatuto real á la ley que tiene por objeto principal 
las cosas inmuebles sin consideración ^1 estado ó á la capacidad de 
Jas personas. (Serna y Montalban, ohu citada, pág. ^76, núme- 
ro 13.) 

2*? Se funda en la libeiiiad y soberanía de las naciones; y por é\ 
todos los bienes inmuebles de un país, se rigen por las leyes del 
lugar en que se encuentran. (Serna, lugar citado. Qoyena en 8W 
comentario al art 8 "^ del Código civil español, Riquélme, Ele- 
mentos de Derecho público inteimacional, líb. 2 ^ , tU. 1^- , cap, 
3 ^ , págs, 336 y 34.^.) 

3? Contra el estatuto real ha opuesto el patrono de la viuda las 
opiniones de autores respetables, quienes en cambio adoptan la re- 
presentación de la herencia, según la regla de la Instituta, lib. 2', 
tít. 14, párrafo 2? "NoNDUM adita h^reditas personce vicem 
sustinet,.non Jíceredis fntvbri sed defunctLu 

4° Parapetados dichos patronos tras de. la opinión de aquello» 
autores, nos forman el argumento siguiente: 

Objeción. 

Si la herencia representa al difunto, la sucesión debe abrirse 
conforme al estatuto personal del mismo difunto. Este estatuto se 
determina por el domicilio; luego la sucesión debe abrirse por el 
estatuto personal del domicilio del difunto. Es a^í que el domicilio 
de D. Mucio Barquera en el dia de su muerte era el adquirido en 
la capital de la República, porque en ella ae casó, compró para su 
muger la casa num, 8 de la 2 ^ calle de la Monterilla, la cual ador- 
nó con muebles lujosos y habitó hasta su muerte; luego la sucesión 
del intestado D. Múcio Barquera debe abrirse conforme á las leyes 
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vigentes en la capital de la República el dia 20 de Marzo de 1862, 
fecha del fallecimiento del intestado. 

RESPONDO. 

1? Como atestigua Foelix en su derecho internacional privado 
núm.- 66, muchos autores no menos respetables sostienen la opi- 
nión del Estatuto real, á la cual se inclina el mismo Foelix en el 
número citado pág. 129 y en los números 9 y 57. 
-• 2^ Contra los autores en que se apoyan mis adversarios, opongo 
el Derecho Civil Patrio y el Derecho Internacional también Patrio. 
En efecto: establecen el Estatuto real el código civil de Veracruz, 
en su art. 10; el de México en su art. 9; el del Distrito Federal 
art. 14, y en lo relativo á sucesiones el art. 18. Los principios del 
Código del Distrito Federal los han aceptado los Estados de Gua- 
najuato, Morelos, Puebla, San Luis, Sonora, Tamaulipas, Chiapas, 
Guerrero, Michoacan, Querétaro, Zacatecas, Campeche, Durango, 
Sinaloa, Tabasco, Coahuila, Aguascalientes y Jalisco. (Veáse el 
Código civil Mexicano anotado y concordado por el Lie. Medina 
y O'i^rrvaechea páginas 55 y 56 y páginas 67 y 68.) Nuestra Repú- 
blica ha cuidado siempre de establecer el Estatuto real en sus tra- 
tados internacionales. {Véase el tratado con la República de Chile, 
fecha 1.^ de Octubre de IBSS, art. 5. ^ Art. 6. ^ del tratado con 
la República dd Perú, feoha 20 de Noviembre de 1833. Art. 13 
del tratado con los Estados- Unidos del Norte, de 1.^ de Diciera- 
bre]de 1832, ratificado por el art. 17 de los tratados de Guadalu- 
pe, de 30 de Mayo de 18^8, El art. 14- del tintado con Alemania, 
fecha 28 de Agosto de 1869. Art. 13 dd tratado con Italia de IJf 
de Julio de 187¿) 

3° Luego por bellisimas que sean las doctrinas de loB autores 
extrangeros que han estudiado los patronos de la señora viuda, el 
Tribunal y nosotros debemos respetar, * ante todo, el Estatuto real, 
como derecho establecido pornuestra patria. 

RESPUESTA SEGUNDA. 

1? Se pueden combatir victoriosamente los fundamentos en que 
se apoyan los autores citados, que son los siguientes: 1" La regla de 
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derecho de que la herencia representa al difunto. 2*? Que la in- 
tención del testador es que lo hereden aquellos á quienes llama la 
ley de su domicilio. 3" Que las leyes relativas á la sucesión no son . 
de interés público; y que siempre le será indiferente á una Nación 
la calidad de la persona del heredero con tal de que este pague las 
cargas ó impuestos que reporten los bienes raices heredados. 4" Lo 
gravoso que será para acreedores y pretendientes á la herencia, el 
que haya tantas particiones cuantos sean los Estados en que haya 
bienes raices. 

2** Contesto & lo 1", que el derecho de Justiniano es el menos 
á propósito para establecer reglas de derecho internacional,* porque 
sujeto entonces el mundo al imperio de Roma, para nada se tenia 
en consideración la libertad y soberanía de las Naciones, de cuyo 
derecho son celosas las que, como la nuestra, establecen siempre el 
Estatuto real. (Goyena covientario al mi. 7.) 

3** Los Estados-Unidos Mexicanos son celosos contra las usurpa- 
ciones del poder del centro y de las invasiones reciprocas de los 
mismos Estados. Por esto invocan siempre el art. 117 de la Cons- 
titución Federal contra las invasiones de los Poderes Federales; y 
por esto se concede el recurso de amparo contra toda ley ó acto del 
Poder federal que invadan la libertad y soberanía de los Estados. 

4" Llevados del mismo celo los Estados- Unidos del Norte y has- 
ta las antiguas provincias de España, establecían el Estatuto real. 
(Calvo, lugar citado, párrafo 173, pág, ^76, Ooyena, comentario al 
art 8 del Código civil Español.) 

5" Contesto al 2"* fundamento, que se parte del supuesto falso<le 
que el difunto no conozca mas leyes que las de su domicilio, para 
poder inferir que su voluntad es que lo hereden los que deben su- 
cederle según la ley de su domicilio. Es falso el supuesto, porque 
lo común es que por interés propio procure el hombre conocer las 
leyes del Estado en donde están situados sus bienes raices. 

6" Al tercer fundamento, contesto con Carlos Demangeat el adi- 
cionador de Foelix, al núm. 66 diciendo: que la ley de sucesiones 
es un corolario de la organización política, la cual se lastimaría^ si 
una ley aristocrática de otro país, arreglarse la sucesión intestada 
de los bienes raices de una nación democrática. Diré además con 
el Sr. Peña y Peña, que la cuestión de domicilio ó de lugar, hasta 
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para surtir fuero en favor de jueces de otra Nación, 6 de un Esta- 
do de Ja República, es cuestión de interés público, el cual no pue- 
de renunciarse por los particulares. (Lección 11, toTíw fd, números 
Si y 35, páginas 66 y 67.) Luego no pueden renunciarse las leyes 
del lugar en dónde están situados los bienes. 

7? Al 4? fundamento contesto. 1? que son nada los perjuicios de 
los acreedores y de los pretendientes ante el sacrificio de la liber- 
tad y soberanía de una Nación, ó de un Estado. 2" Que los autos 
de la intestamentaria se radican, por lo común, en el lugar del do- 
micifio del difunto, cuyos Tribunales respetan y aplican las leyes 
del lugar en donde están situados los bienes; y en consecuencia, la 
la partición es una, como uno el juez de los autos, aujique la suce- 
sión se sujete á diversas reglas. 

KESPÜESTA TERCERA. 

1*? En la cuestión del domicilio del Sr. Barquera olvidan los pa- 
tronos de la Sra. viuda: (Jue en la ejecutoria del Supremo Tribu- 
nal, por la que se decidió la competencia, se estableció el principio 
de que el Lie. Barquera tenia dos domicilios; (Fojas 35 cuaderno 
corónente) uno en Huichapam y otro en México. Luego si la heren- 
cia representa al difunto y ésta representación se toma del domi- 
cilio, la herencia del Sr. Barquera situada en su mayor parte en el 
Estado deTtféxico; debe sujetarse á las leyes de este Estado, como 
leyes del domicilio del difunto. 

2"? Los patronos de laSra: viuda se empeñan, olvidándose de la eje- 
cutoria citada, en sostener que el único domicilio del Sr. Barquera 
era la Ciudad de México y alegan en su favor los débiles argumen- 
tos siguientes: — 1*? El casamiento del Sr. Barquera. — 2* La compra 
de una casa para su señora y muebles lujosos para adornarla. — 3" 
La habitación del Sr. Barquera en la casa de su señora hasta su 
muerte. 

3? Al primer fundamento contesto: que el matrimonio dá domi- 
cilio á la muger; mas no al hombre, á no ser que con otros actos se 
justifique su ánimo de permanér en el lugar del matrimonio (Ace- 
vedo, en la ley 1% tit 3, lib 7 de la Recopilación n"*- 6. Gregorio Ló- 
pez en la glosa 6^. de la ley ^", tit ^^, partida ^' 
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4^ Al 2*? fundamento contesto: que la propiedad de una casa aún 
comprada á nombre propio y no de la muger, no constituye el do- 
micilio {Ley «?*, lih 4>7yiÁt 10, párrafo Tdel Digesto, Ley 17, lib SO, 
tit 1", párí^afo 13 del mismo Digesto, Perla, Lecciones de Práctica 
forense, lección 11 ti" 138 al fin,) 

5" Al 3®*"- fundamento debo decir: que la habitación en una casa • 
no constituye el domicilio {Ley -^*, tit 10, lib 39 del Código. 

6" Habiendo 'confesado, como confiesan, los patronos de la Sra. 
viuda, que el Lie. Barquera tenia su domicilio en Huichapam an- 
tes de casarse en México, á ellos tocaba la prueba de la adquisición 
del nuevo domicilio; y mientras no la rindan, como no la han ren- 
dido en tiemjK), será una verdad lo establecido en la ejecutoria, de 
que el Sr. Barquera tuvo dos domicilios. 

7" Para poner término á la cuestión del JEstatute real, deberé 
añadir, que el respetable patrono de los parientes colaterales acep- 
ta como principios incontrovertibles, los que hé sustentado hasta 
aquí sobre la aplicación del referido Estatuto; y esto con tanta mas 
razón, cuanto que lo establece la Ley 15, tit. 14, P. 3* la cual no es- 
tá derogada. Dando, pues, por establecido el principio del Estatu- 
to real, paso á la cuestión 5* del primer considerando de la senten- 
cia suplicada. 

V. 

1" Es un hecho constante en autos: que el intestado dejó mue- 
bles en la casa de su Sra. n" 8 de la 2* de la Monterillá. 

2^ Es un principio de derecho, que los bienes muebles, se rijen 
por la ley del domicilio de la persona á quien pertenecen; y que si 
ella tiene dos domicilio?, se rigen los bienes muebles por las leyes 
del domicilio en que están situados. {Derecho Internacional codifi^ 
cado por Bluntschli, aH. 885 con la nota de Diaz Covanmbias.) • 

3" Está probado en autos, que el Sr. Lie. Barquera tenia dos do- 
micilios, uno en HUichapam del antiguo Estado de México, y otro 
en esta Capital; luego los hienas muebles de uno y otro domicilio 
deben regirse, los de Huichapam y Zimapan por las leyes vigentes 
en el Estado de México, el 20 de Marzo de 1862; y los de la Ciu- 
dad>de México, por la.s leyes vigentes en el Distrito Federal, en la 
misma fecha. 
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4? La lay del Distrito Federal, vigente en 20 de Marzo de 62 
era la do 10 de Agosto de 1857; y esta da una mitad al hijo natu- 
ral, en concurrencia con el cónyuge que sobrevive. (Arts. 40 y 59 
de la ley citada.) Luego ha tenido razón la 2* Sala al consignar el 
principio de que los bienes muebles sitos en el Distrito Federal, de- 
ben sujetarse á las leyes vigentes en el mismo Distrito y dividirse 
en aquellas porciones. 

5** Establecidas las anteriores premisas, viene desde luego 1^ cues- 
tión sobre cuáles eran las leyes vigentes en el Estado de México el 
20 de Marzo de 1862. Veamos cuáles son las proposiciones que & 
este respecto establece la sentencia suplicada. 



PARTE 8E€iIJNl>A. 



El considerando 2? de la sentencia de vista contiene las dos pro- 
posiciones siguientes: 

1" No estaba vigente en el Estado de México, el 20 de Marzo de 
1862, k ley de 10 de Agosto de 1857. 

2* Estaba vigente en aquel Estado y en la misma fecha, el de- 
creto núm. 379 de 16 de Abril de 1834. 

I. 

La primera cuestión es clara como la luz meridiana. 

V^ Prescindiendo de que la ley de 10 de Agosto fué ilegítima, 
por haberse expedido en virtud del Estatuto Orgánico General do 
15 de Mayo de 1856, que violó los derechos de los Estados conce- 
didos en el art. 4" del Plan de Ayutla reformado en Acapulco, y 
por el cual los Estados pudieron organizarse y legislar, es un prin- 
cipio incontrovertible, que la ley de 10 de Agosto de 1857 no fué 
ley para el Estado de México. 
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2? El artículo transitorio de la Constitución Federal dispuso: que 
ese Código rigiera desde su publicación, en lo relativo á elecciones 
de los Supremos Poderes Federales y de los Estados. El art. 1" de 
los transitorios de la ley Orgánica de 12 de Febrero de 1857 man- 
do: que los gobernadores de los Estados, oyendo á sus Consejos y 
dentro de quince dias de recibida la ley, expidieran las convocato- 
rias respectivas para las elecciones de diputados á las legislaturas 
y de gobernadores para los mismos Estados. El art. 2° previno: que 
los poderes de los Estados se instalaran á mas tardar á los tres 
meses de expedidas las convocatorias; y que las legislaturas tuvie- 
ran el carácter de constituyentes para formar ó reformar sus Cons- 
tituciones particulares, sin perjuicio de legislar como constitucio- 
nales en el período de su duración. 

3° En virtud de esta ley, el gobernador del Estado de México, 
el C. benemérito Mariano Riva Palacio, expidió su convocatoria 
con fecha 31 de Marzo de 1857. (Tomo 5^ de la colección ^pág, ^4.0.) 

4° Se instadlo la legislatura del Estado y comenzó á funcionar el 
29 de Junio de 1857. {Tomo 5? citado, pág. ^55.) 

5" Luego en 29 de Junio de 1857 habia quedado constituido el 
Estado de México y habia asumido por completo su libertad y so- 
beranía. Seria un absurdo que el Estado de México hubiera tenido 
dos poderes legislativos, el dictador creado por el Estatuto de 15 
de Mayo de 56 y la legislatura constitucional establecida en vir- 
tud del artículo tranvsitorio de la Constitución Federal y de los ar- 
tículos transitorios de la Ley Orgánica de 12 de Febrero de 1857. 

6" En efecto: no pudieron los constituyentes cometer el dislate 
de dejar en pié la dictadura, aun para el caso de que los Estados se 
constituyeran. El objeto de los constituyentes" fué ir limitando la 
dictadura, conforme se fueran organizando los Estados. Hé aquí 
por qué la sentencia suplicada consignó este bellísimo principio: 
"La ley de 16 de Agosto, pudo ser general para los Estados no cons- 
tituidos; pero no lo fué, ni pudo tener ese carácter, para un Rsta- 
do constituido como el de México." 

7? Tan cierto es el aserto de la 2* Sala, que en Puebla ni se pu* 
blicó la ley de 10 de Agosto, como lo atestigua el Sr. Kuanova en 
sus Lecciones de Derecho Civil, tomo 1**, apéndice último núm 6, 
pág. 874. 
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8" Por la misma razón nunca se creyó vigente en el Estado de 
México la ley de 10 de Agosto de 1857, y por este motivo el C. 
Gral. Vicente Riva Palacio, con el caríicterde Gobernador del pri- 
mer Distrito Militar del Estado de México, expidió un decreto en 
16 de Febrero de 1867 por el que puso en vigor la ley de 10 de 
Agosto de 1857. (Este decreto corre agregado en copia certificada, 
en el cuaderno de p'iviebas de la ^ ^ Instancia.) 

9" Hay que notar, que este decreto fué autorizado por el Sr. Lie 
Alberto García, como secretario de Gobierno. Este señor es un 
abogado distinguido que ha ejercido siempre su profesión en el Es- 
tado de México, en donde ha sido gobernador y diputado á la Le- 
gislatura. El Sr. Riva Palacio casi se ha criado en el Eí^tado de 
México; ha sido diputado al Congreso General por el mismo Esta- 
do, y le ha sido tan familiar la legislación de éste, como lo es en la 
actualidad la legislación del ramo de Fomento. Es imposible su- 
poner, que los Sres Riva Palacio y García ignorasen la legislación 
del territorio de su mando; luego es necesario inferir que .estos se- 
ñores tenian la conciencia de que^no estaba vigente en el Estado la 
ley de 10 de Agosto de 57, cuando creyeron necesaria la expedi- 
ción de un decreto que la pusiera en vigor. 

10" Para que no quede duda, citaré otro hecho: Al reinstalarse 
el Estado de México, en virtud de la convocatoria de 14 de Agosto 
de 1867, caducaron las legislaciones especiales de los tres Distritos 
Militares en que se había fraccionado; y por esto fué necesario el 
decreto numero 4 de 11 de Enero de 68, (Tomo 6 ^ , págs. 153 y 
154) para que se legalisase el cobro de las contribuciones impues- 
tas en cada uno de los Distritos Militares. Caduco, según esto, el 
(Jecreto del Sr. Riva Palacio fecha 16 de Febrero de 1867, y fué 
indispensable para poner en vigor la ley de 10 de Agosto de 1857, 
que en el artículo 625 de la ley de Procedimientos de 11 de Julio 
de 1868. se diese vida á la referida ley. 

11" Para quitar todo escrúpulo, citaré otro documento irifefra- 
gable: Es el índice formado por el Sr'. Lie. Pedro Ryiano, en vir- 
tud de la autorización que se le dio por el decreto número 117 de 
3 de Mayo de 1869. (Tomo 7 ^ , págs. 33 y 34.)Ebíq índice sirvió 
para la expedición del decreto número 131 de 17 de Setiembre de 
1869, como lo justifican los artículos del V- al 3" de dicho decreto. 
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{Tonio 7 ^ , 2^9^' de la 56 ala 59.) Pues bien: el Sr. Euano que en 
su índice escribió la historia de cada decreto, al consignar la de el de 
16 de Abril de 1834, el cual en el tomo 2" de la Colección tiene el 
número 379, pone la siguiente nota: 

"Núm. 379. Derogado por la ley de 10 de Agosto de 1857, so- 
"bre sucesiones testadas é intestadas, declarada vigente en el Esta- 
"do por el artículo 625 del decreto número 57 {Tomo 6^.) de 11 
"de Julio de 1868." 

12" Dos consecuencias se infieren del índice del Sr. Ruano: 1 ^^ 
Que estuvo vigente el decreto número 379 de 16 de Abril de 1^34, 
hasta el 11 de Julio de 1B68; 2 ^* Que no lo estuvo la ley de 10 de 
Agosto de 1857, sino hasta el mismo dia 11 de Julio. 

13" Me es lícito inferir por todo lo expuesto, que la ley de 10 
de Agosto de 57 no fué ley para el Estado de México, como lo pre- 
tenden los estimables patronos de mis adversarios. Quede consig- 
nado de paso, que son inútiles los esfuerzos de dichos patronos, 
cuando pretendan haber compatibilidad entre el decreto de 16 de* 
Abril de 1834 y la ley de 10 de Agosto de 1857; porque contra es- 
te aserto está, no solamente el índice del Sr. Ruano, sino la autori- 
dad de la Legislatura de 1869, la cual consideró derogado el decre- 
to de 16 de Abril de 1834, por la ley de 10 de Agosto de 1857 cuan- 
do no consignó aquel decreto como vigente, en el célebre catálogo 
que contiene el decreto número 131 de 17 de Setiembre de 1869, 
sino que, aceptando la teoría del Sr. Ruano, suprimió el decreto 
número 879 entre los que consideró vigentes del tomo 2" de la 
Colección. 

II 

La 2* Sala afrontó en el segundo considerando de su sentencia 
la notable cuestión, de que aunque hubiera sido ley para el Esta- 
do de México la de 10 de Agosto de 1857, habría quedado deroga- 
da por el decreto número 6 de 16 Octubre de 1857. {Tomo ó"" 
pág, 258), Desde luego entro de lleno en la cuestión. 

1"? El decreto citado declara vigentes en su artículo 1?, las leyes 
relativas á la administración de justicia, que lo estaban en 31 de 
Diciembre de 1852. El decreto número 113 de 23 de Enero publi- 
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cado en 25 del mismo mes de 1849, quedó vívente en virtud de 
. aquel artículo, por ser ley de administración de justicia; y para que 
no quedara duda, el decreto número 6 antes citado se encargó de 
reformar en su artículo 2" los artículos 13 y 14 del decreto ntkne- 
ro 113, con lo que dejó inferir aquel decreto, que daba á áste vi- 
gor, en todos sus demás artículos. 

2** Pues bien: el decreto número 113 de 25 de Enero de 1849. 
{Tomo 3*, págs. de la 209 á la ^i^), declaró vigente en su artículo 
34 (pdg. 213) el decreto de 16 de Abril de 1834. Es así que como 
se ha demostrado, son incompatibles el decreto de 16 de Abril de 
34 y la ley de 10 de Agosto de 1857; luego quedó derogada esta 
le^y por aquel decreto, aun suponiendo que ella hubiera estado vi- 
gente en el Estado. 

3? Vuelvo aquí á llamar 1^ atención sobre el decreto del Sr. Ri- 
va Palacio de Í6 de Febrero de 1867, porque por é\ se revela que 
este Señor, lo mismo que su secretario García, creyó necesario ex- 
pedir dicho decreto, ya fuese porque considerara que la ley de 10 
de Agosto de 57 no habia sido ley para el Estado de México, ó ya 
fuese porque creyera que la repetida ley de 10 de Agosto habia 
•ido derogada por el decreto número 6 de 16 de Octubre de 1857, 
4**- Insisto en invocar la autoridad de la Legislatura de 1868 
porque al declarar vigente en 11 de Julio de ese año, la ley de 10 
de Agosto de 57, revela: 1" una de dos cosas: ó que no consideró ley 
para el Estado la de 10 de Agosto de 75, sino hasta que la prohi- 
jase un decreto especial del Estado, ó que cuando menos la creyó 
derogada por el decreto de 16 de Octubre de 57. — 2" Que no bas- 
tó á la Legislatura el decreto del Sr. Riva Palacio de 1,6 de Febre- 
ro de 67, ya porque habían caducado los decretos de los distritos 
militares y ya porque el objeto de la Legislatura fué poner en vi- 
gor, en todo el Estado, desde 10 de Julio de 68, la ley de 10 de 

Agosto de 57. 

5? Ante autoridades tan incontestables, nada valen las ingenio- 
sas objeciones de mis adversarios; pero me he propuesto contestar 
á cada una de ellas y lo haré en el orden siguiente: 

OBJECIÓN PRIMERA. 

Fué propuesta por el muy respetable Sr. Lie. José María Loza- 

8 
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no, contra el decreto núni. 113 de 25 de Enero de 4í9,,con objeto 
tal vez de desprestigiar el art. 34 de este decreto y. debilitar así el 
ánimo de los señores magistrados, para que con menos firmeza tu- 
vieran en consideración dicho artículo. Dijo en efecto: que este ar- 
tículo inconducente en una ley de procedimientos, aujeria la sos- 
pecha de haber sido intercalado por una mano pérfida, como suele 
acontecer en los Congresos, en que por la arbitrariedad de la co- 
misión de estilo, ó por otro motivo, se intercalan palabras, ó se adi- 
cionan las leyes. Citó como un ejemplo, invocando el testimonio 
del autor de este alegato, alguna suplantación en el art. 124 del 
Código Federal. Contesto: 

1® Que contra la sospecha de la intercalación del art. 34 en el 
docreto núrn. 113 están los respetables nombres de los Sres. Lies. 
Mariano Arizcorreta, gobernador que publicó la ley y Pascual Gon- 
zález Fuentes, Secretario de Justicia que la autorizó con su firma; 
así como están los nombres no mÓnos respetables de los Sres. di- 
putados Manuel Torres y Cataño, presidente de la Legislatura; An- 
tonio Escudero y Manuel Guerra, secretarios que la autorizaron, y 
do quienes no es muy sencillo sospechar que no hubieran revisado 
el autógrafo del decreto antes de remitirlo al Ejecutivo. 

2? Si es posible en los Congresos generales la intriga á que alu- 
de el Sr. Lozano, no es muy fácil en las Legislaturas, en donde el 
reducido número de diputados hace mas suspicaz la vigilancia de 
estos. Los gobernadores cultivan relaciones, como en familia, con 
los diputados, y no es fácil que al publicarse un decreto, jpueda un 
gobernador ó un secretario de gobierno intercalar alevosamente 
alguna palabra en las leyes. 

3" Yo no recuerdo una intriga semejante, verificada en los Con- 
gresos á que he tenido la honra de pertenecer, y en cuanto al ar- 
tículo 124 de la Constittucion, debo referir con franqueza los he- 
chos siguientes: — 1? Se presentó una proposición suscrita por va- 
rios diputados en calidad de adición al proyecto de ley fundamental , 
para quequedaran abolidas las alcabalas desde el l"de Enero de 1858. 
— 2" La comisión presentó un dictamen en 25 de Enero de 57, en 
que consultaba se desechara aquella proposición. (Historia de Zar- 
co, tomo 2" pág. 852). — 3" después de un prolijo debate se reprobó 
el dictamen por 67 votos contra 15. (ídem pág. 859). — 4" se abrió 
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el debate sobre la adición que consultaba la supresión de alcabalas 
y aduanas interiores desde el 1? de Enero de 58 y fué aprqbada 
por 70 votos contra 13. (pág. citada). — 5? Resultó que en el texto 
constitucional se puso dia 1" de Junio de 58 ^n lugar de V de Ene- 
ro del mismo año. Hubo, según esto, una equivocación en los me- 
ses, sin que pueda asegurarse fuera una superchería. 

OBJECIÓN SEGUNDA. 

Parece indicarse contra la autoridad de la Legislatura de 68 y 
del gobierno del Sr. Riva Palacio, que fué un dislate de estos po- 
deres del Estado, creer derogada la ley de 10 de Agosto de 57 por 
el decreto de 16 de Octubre del jnismo año, cuándo este decreto 
solo ponia vigentes las leyes de administración de justicia, á cuya 
clase no pertenece el decreto de 16 de Abril de 34; y que si se hu- 
biera interpretado bien el decreto de 16 Octubre, se debió ha- 
ber tenido en cuenta que al revivirse el decreto número 113 de 25 
de Enero de 49, solo debia quedar éste vigente en los artículos que 
fuesen de meros procedimientos y no en el 34 en su última parte, 
en que se trata de dos leyes del ramo puramente civil. Contesto: 

1* Dislate ó no de la Legislatura de 68 y del gobierno del Sr. 
Riva Palacio, el hecho es que estos poderes muy respetables, tuvie- 
ron la conciencia de que no estaba en práctica la ley de 10 de 
Agosto de 57, supuesto que dieron sus respectivos decretos para 
declarar vigente dicha ley. 

2^ No puede hacerse una imputación tan severa á los repetidos 
poderes, porque en las palabras administración de justicia se com- 
prenden por lo común las leyes en general. (Enciclopedia Españo- 
la, artículo Administración, tomo 1^ p%. 640). Asi lo lian enten- 
dido los legisladores del Estado, cuando expidieron el Estatuto 
Orgánico de 13 de Setiembre de 1855, en que después de declarar 
vigentes en el Estado por el artículo 124 las leyes relativas á la 
administración política, judicial y de hacienda, que lo estaban en 
31 de Diciembre de 52, declararon en el artículo 125 eran de nin- 
gún valor ni efecto, todas las disposiciones que con el carácter de 
leyes y órdenes dictó la adpiinistracion del general Santa- Ana, en 
lo que hicieran relación á la administración interior del Estado. 
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3" Si según el argumento de mis adversarios en la palabra Ad- 
ministrcuyion Judicial uq He hubieran comprendido las leyes civiles, 
habría venido el absurdo de que el Estado se quedaba en 65, sin le- 
gislación civil, ó solo con la Española del tiempo colonial; porque 
declaradas nulas las leyes de Santa- Anna y no declaradas en vi- 
gor las leyes civiles del antiguo Estado, á lo mas habrían quedado 
vigentes las leyes Españolas anteriores á las del Estado, y esto se- 
ría un dislate, cuando el objeto del Legislador habia sido organi- 
zar al mismoEstado como lo estaba en 31 de Diciembre de 1852. 
Los absurdos nunca se suponen en el Legislador, ni menos cuando 
al pié del Estatuto Orgánico se encuentran nombres tan ilustres y 
respetables como los de los Sres. Plutarco González, Luis Madrid, 
Isidro A. Montiel, Francisco de P. Cuevas, Felipe B. Berriozábal, 
Pascual González Fuentes y Manuel Alas. 

4" Hasta en una ley fundamental, como el Plan de Ayutla re- 
formado en Acapulco, se encuentran las palabras ramos de la Admi- 
nistración, en el artículo 3?; y si tuviera algún valor el argumento, 
se podría asegurar, bajo la autoridad de mis adversaríos, que si Sr. 
Oonionfort no tuvo facultades para espedir la ley de sucesiones de 
10 de Agosto de 57. Yo les formaría el argumento siguiente: »«En 
la palabra Administración liunca S3 comprenden las leyes civiles; es 
así que por el artículo 3? citado, se concedieron facultades al Eje- 
cutivo para legislar solo en los ramos de la Administración; luego 
no se le concedieron para expedir leyes civiles, como la de suce- 
siones do 10 de Agosto de 1857. n 

.5" Nunca se han usado en las leyes las .palabras ramo civil ó 
administración civil, lo cual habría sido necesario, si en las pala- 
bras administración de Justicia solo se comprendieran las leyes de 
procedimientos. En la Ley Juárez de 23 de Noviembre de 1856 se 
usa de las palabras Administración de Justicia en el art, 1*, y 
se declaran insubsistentes y sin efecto alguno todas las disposicio- 
nes que sobre Administración de Justicia se habían dictado des- 
de Enero de 1853 hasta la fecha de la ley. (Art. 77.) A nadie le 
ha ocurrido que por esta^ ley se declaraban únicamente insubsis- 
tentes las leyes de procediTaientos y se dejaban en vigor las leyes 
civiles de la época del general Santa- Anna, porque habría sido un 
contraprincipio en el Sr. Juárez dejar subsistentes las leyes civiles* 
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cuando profesaba el principiode que la magistratura y la ley no 
podían emanar de un motín de la fuerza armada, como lo consignó 
mas tarde uno de sus ministros en la cirbular de 4 de Enero de 
1859. Se creyó en Noviembre de 1855, que por solo el hecho de 
haberse derogado la Ley Lares de 16 de Diciembre de 1853, ha- 
bían quedado en vigor las leyes federales y de los Estados que ha- 
bía derogado la Ley Lares en su art. 421. 

6? No se cansen mis adversarios: el espíritu del legislador al 
expedir el decreto de 16 de Octubre de 1857 fué declarar vigen- 
tes no solo las leyas de procedimientos, wno las civiles y pena- 
les vigentes en el Estado hasta 31 de Diciembre de 1852; y 
especialmente los artículos que no reformó del decreto núm. 113 
de 25 de Enero de 1849. La prueba es que el decreto núm. 113; 
comprende principios para castigar los delitos de heridas desde el 
art. 36, los cuales estuvieron en práctica á -pesar de no merecer el 
nombre de leyes de procedimientos. Sobre estx) pueden responder 
los archivos del Tribunal llenos de causas de heridas, sentenciadas 
conforme al decreto núm. 113, desde Octubre de 57 hasta el 8 de 
Octubre de 1869 en que se declaró vigente en el Estado la ley ge- 
neral de 5 de Enero de 1857 sobre homicidas y heridores, que á su 
vez había quedado derogada por el decreto núm. 113 declarado vi- 
gente por el decreto núm. 6 de 16 de Octubre de 1857. 

7" A propósito de la ley general de 5 de Enero de 57, hágase 
la refleccion de que quedó derogada del todo, aún en la parte pe- 
nal, por el decreto de 16 de Octubre de 57, supuesto que fué nece- 
sario declararla vigente, presisamente en la parte penal, por el de- 
creto núm. 13Tde 8 de Octubre de 1869 (Tomo 7. ^ pág. 64.) Luego 
en las palabras Administración de Justicia del decreto de 16 de 
Octubre de 57 no se comprendían únicamente las leyes de proce- 
dimientos. Opongo ^n este punto la autoridad de otra legislatura, 
la del año- de 1869, contra la interpretación gratuita y foi'zada que 
dan mis adversarios al decreto de 16 de Octubre de 57. Es tanto 
mas valiosa ésta autoridad, cuanto que la vez en la cual una ley 
de procedimientos contiene una parte penal y se ha querido decla- 
rar vigente solo en la parte de procedimientos, se ha escluido ex- 
presamente la parte penal, como se verificó en el art. 26 del Re- 
glamento del Tribunal Superior del Estado de 3 de Octubre de 



22 . 

1846. (Decreto Yiúm. 10, tomo 3. ^ , páginas 16 y 17.) El arfc. 26 
citado puso en vigor la ley general de 28 de Diciembre de 1843 y 
cuidó de consignar estas terminantes palabras: *' Excepto en la par- 
te pendí, en la que queda vigev^e la respectiva del Estado!* 

8? Apoyado en los anteriores fundamentos, creí necesario alegar 
desde la 2* Instancia, que cuando el decreto de 16 de Octubre de 
1857 había reformado los artículos .13 y 14 del decreto n*? 113 de 
25 de Enero de 1849, sin tocar el 34, revelaba claramente, que ha- 
bla querido dejar en todo su vigor el repetido articulo 34 en que 
se declara vigente el decreto de 16 de Abril de 1834. Un legisla- 
dor que revisa los artículos de una ley antigua y reforma dos de es- 
tos sin tocar ninguno otro, deja entender que tuvo intención de que 
quedasen vigentes los artíctilos intactos y no reformados. A esto 
ha replicado el Sr. Lozano, que precisamente la omisión en no to- 
car el articulo 34 revela la intención contraria en el legislador. Es- 
to es, que su mente fue derogar el artículo 34, pero yo entiendo: 
que la excepcionconfirmalaregla,segunel aforismo de Bacón. "Exep- 
tio firmat vim legis in casibus non exeptis." Luego si el decreto de 
16 de Octubre de 1857, reformó los artículos 13 y 14 del decreto 
n? 113, sin tocar para nada el artículo 34, la excepción verificada en 
aquellos nos dá la regla de que todos los demás artículos no refor- 
mado» quedaron vigentes. 

9" Quizá puestos á la altura el Sr: Lozano y los patronos dé la 
viuda, de la legislación moderna, olvidan las circunstancias y tiem- 
po en que fué expedido el decreto de 16 de Octubre. Para censu- 
rar ó interpretrar una ley se debe juzgar, como la Historia á los 
hombres, en su época. En 1857 no habia Códigos y en las leyes da 
procedimientos se legislaba en el ramo civil y penal, ó viceversa. 
Apenas se distinguían los ramos de la legislación. Estaban confun- 
didas en los Estados, las leyes centrales con las leyes especiales de 
cada Estado, y no era de extrañar que no se usase de las palabras 
leyes civiles con la misma facilidad que hoy podemos decir Código 
Civil. Hé aquí la razón ponqué todo el pueblo del Estado y con él 
el Gobierno del Sr. Riva Palacio y la Legislatura de 68, pudieron 
creer que en las palabras leyes de Administración de Justicia del 
decreto de 16 de Octubre, se comprendía la derogación de la ley de 
10 de Agosto de 1857. 
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lo. A propósito de la Legislatura de 68, citaré un caso palpitan- 
te de que en leyes de procedimientos se declaran vigentes leyes del 
orden meramente civil. Esa Legislatura expidió la ley de Adminis- 
tración de Justicia de 11 de Julio de 68, y. en su artículo 625 de- 
clara vigentes la ley de 10 de Agosto de 57 y el Código de Comercio 
de 16 de Mayo de 1854. Vean entonces mis adversarios que en el 
Estado de México no se creyó nunca un dislate declarar vigen- 
tes en una ley de procedimientos alguna ley civil, como se verifi- 
có en el decreto número 113 de 25 de Enero de 1849, en cuyo artí- 
culo 34 se declararon vigentes las leyes del 16 de Abril y 9 de Ma- 
yo, de 1834. A no ser que se diga, que también una mano alevosa 
intercaló en la ley de 11 de Julio de 68 el artículo 625; pero con- 
tra esa sospecha estarían también los nombres del Sr. Gobernador 
Lie. Cayetano Gómez y Pérez (uno de mis adversarios) y los de- 
mas nombres ilustres que figuran al calce de la ley. 

11* A propósito: ¿ignoraría el Sr. Gómez y Pérez, que estaba vi- 
gente la ley de 10 de Agosto de 57, cuando no observó el artículo 
625 de la ley de 11 de Julio que cometía el dislate de declarar vi- 
gente una ley que de hecho ya lo estaba, y que no había sido de- 
rogada por la ley de 16 de Octubre de 57? Toda persona de buen 
sentido y no preocupada en esta cue«ítion, convendrá conmigo en 
que si la Legislatura de 68 declaró vigente la ley de 10 de Agosto 
de 57 y el Sr. Gobernador Gómez y Pérez la sancionó y publicó sin 
observaciones, fué porque estaba en su conciencia que dicha ley de 
10 de Agosto de 57 no había sido ley para el Estado de México, ó 
había sido derogada por el decreto de 16 de Octubre de 57. ¿Por. 
qué hoy como abogado de la viuda Martínez de la Concha, tiene 
diverso criterio del que formó cuando era Gobernador del Estado.? 
12" Quiza se ponga el trivial argumento del juez de primera 
Instancia, cuando decía, sin el buen estudio de la legislación del Es- 
tado, que las palabras quedan vigentes del artículo" 625 de la ley 
de 11 de Julio do 1868 revelan, "que lo que quiso decir el legis- 
lador, fué que no tocaba y dejaba eii toda su fuerza la ley anti- 
guamente vigente de 10 de Agosto de 57; pero repetiré que el ar- 
gumento es trivial, porque esas palabras quedan vigentes se usan 
con frecuencia en la legislación para declarar vigentes leyes que 
nd lo estaban. Citaré dos casos: uno tomado del mismo artículo 



{ 
í 



24 

625 y otro del decreto número 449 de 19 de Diciembre de 1834. 
En el articulo 625 se dijo: "Queda vigente el Código de Comercio 
de 16 de Mayo de 1854; y este Código habia sido derogado como 
ley de Santa- Ana por el artículo 125 del Estatuto orgánico de 13 
de Setiembre de 1855. (Tomo J". pdg. ^16), El decreto número 
449 de 19 de Diciembre de 1834 derogó los decretos de 16 de Abril 
y 9 de Mayo del mismo año, que á su vez hablan derogado la le- 
gislación anterior sobre sucesión de hijos ilegítimos y mejora de 
tercio; y sin embargo, en el artículo 2" del decreto número 449 se 
usa de estas palabras: "Quedan vigentes las leyes sobre sucesión 
"de los hijos ilegítimos y mejora de tercio, en los mismos térmtoos 
"que lo estaban antes de la publicación de dichos decretos que los 
"derogaron. II Luego las palabras quedan vigentes no significan la 
advertencia de guardar respeto á una ley antigua y en la actuali- 
dad vigente, sino el acto de dar vigor á una ley que no lo tenia. 

13® Era ilógica é inconducente la advertencia del legislador do 
respetar una ley indudablemente vigente, á no ser que se suponga 
que la Legislatura de 68 se divertía en hacer al pueblo adverten- 
cias inútiles, cuando en los 624 artículos anteriores de su ley, no 

habia hecho sujerir la duda de que quería derogar la ley de 10 de 
Agosto de 57. 

14" Pudiera instarse, con la tenacidad con que en este punto ar- 
guyen mis adversarios: qne las palabras quedan vigentes del ar- 
tículo 625 de la ley de 11 de Julio de 68 servia para quitar la duda 
de jurisprudencia que pudierahal^er[sobre el vigor de la ley de 10 de 
Agosto de 57, atendidas las diversas interpretaciones dadas al de- 
creto de 16 de Octubre de 67; pero entonces contesto dos cosas: 
1 ^' Que si hubo una duda de Jurisprudencia de la que participó 
la Legislatura de 68, no han podido mis adversarios asegurar con 
la energía que lo han hecho, que el decreto de 16 de Octubre no 
derogó la ley de 10 de Agosto de 57, supuesto que existió una duda 
respetada por la Legislatura^ de 68 sobi'e la vigencia de aquella ley. 
Contesto en segundo lugar, que el Gobierno del Sr. Biva Palacio 
jamás dudó, en 16 de Febrero de 67, que hubiera sido derogada la 
ley de 10 de Agosto de 57; y agregaré por último, que siempre que 
la duda es de mera jurisprudencia, la ley aclaratoria, refiriéndose 
á lo pasado, resuelve que ha estado vigente la ley sobre cuyo vigor 
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se duda. Así lo hizo el decreto níuaero 169 de 18 de Febrero de 
1870 '(Tomo 7 ^. . pag. 1^6.) al tratar de los interdictos. Declaró 
que estaban y habían estado comprendidos ea el precepto del ar- 
tículo 244 de la ley de 11 de Julio de 1868. 

15? Convengamos, pues, en que el Gobierno del Sr. Riva Pala- 
cio en Febrero de 67 y la Legislatura del Estado en 68, tuvieron 
la conciencia de que la ley de 10 de Agosto de 57 no habia sido 
ley para el Estado de México, ó habia sido derogada por el decreto 
número 6 de 16 de Octubre de 57. 

16" Es tiempo ya de que entremos al análisis de cuál era la ley 
sobre sucesiones, vigente en el Estado de México, el 20 de Marzo 
de 1862. 

III. 

La 2* Sala ha dicho en el 2 ^. considerando de su ejecutoria, 
que la ley vigente era el decreto número 379 de 16 de Abril de 
1834, cuyo texto es el siguiente: 

''Artículo único. Los hijos ilegítimos d falta de descendientes y 
** ascendientes en linea recta, son herederos forzosos, sea ciml fuere 
Ha clase, estado ó condición de los padres!' 

1" Para persuadirse de que tuvo justicia la 2 '^ Safa, referiré 
la historia fiel y no interrumpida del decreto citado, á reserva de 
resolver después las ingeniosas objeciones del ilustrado patrono I). 
José María Lozano. 

2° Espedido el decreto número 379 en 16 de Abril de 1834, se 
derogó por el decreto número 449 de 19 de Diciembre de 1834. 
(To^no^^',págs,36Jf.y365.) 

3" No volvió á estar vigente sino hasta el 25 de Enero de 49, en 
virtud del artículo 34 del decreto número 113 de 23 de Enero de 
49, publicado el 25 del mismo mes. (Tormo 3 ^ ,pág.'^13,) 

4" Vino la Dictadura del Gral. Santa-Anna, y ella espidió las le- 
yes de 17 de Setiembre de 53 y 6 de Diciembre del mismo año, 
por las que se derogó expresamente el decreto de 16 de Abril de 
34. (Colección Duhlán y Lozano, págs, 670 y 799, números Jfi3G 
yJ,m,) 

5' Triunfó la revolución liberal^ y el Gobierno del Estado de 
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México espidió, con arreglo al artículo 4" del Plan do Ayutla y 
con fecha 13 de Setiembre de 1855, el Estatuto Orgánico del Es- 
tado, y en los artículos ^124 y 125 de esta ley se declaran sin va- 
lor ni efecto alguno todas las leyes de Santa- Anna relativas al ré- 
gimen interior del Estado, y vigentes las que lo estaban en 31 de 
Diciembre de 1852. (Tomo 5 ^ , pág, 216,) 

6" Volvió á quedar vigente, según esto, el decreto número 379 
de 16 de Abril de 34, porque lo estaba en 31 de Diciembre de 1852, 
en virtud del artículo 34 del decreto número 113 de 23 de Enero 
de 1849. 

7" Vino la administración del «Gral. Comonf ort y espidió la ley 
de sucesiones de 2 de Mayo de 1857. 

8^ Se instaló la Legislatura del Estado en 29 de Junio de 1857 
y espidió su decreto número 6 de 16 de Octubre de 57 (Tomo 5 ^- , 
pág, 258) por el que quedó vigente el decreto número 113 de 23 
de ^nero de 49; y con é\ el decreto de 16 de Abril de 1834. 

9" Triunfó la revolución del Plan de Tacubaya, y su Gobierno 
espidió la ley Miranda fecha 29 de Noviembre de 1858; y ésta en 
su articule 711 derogó los Códigos civiles de los Estados; y en con- 
secuencia, el decreto de 16 de Abril de 34. 

10° La suprema Circular, de 4 de Enero de 59 declaró nulas las 
leyes del Gobierno Reaccionario. 

11° A mayor abundamiento, ei Gobierno del Estado espidió su 
decreto fecha 28 de Noviembre de 1860, (Tomo 5 "^ , pág, 261) por 
el que se previno, se observaran únicamente, en todo el territorio 
del Estado, las leyes que estaban vigentes en Enero de 58. 

12° En esa virtud, volvió á quedar vigente en 28 de Noviembre 
de 60 -el decreto de 16 de Abril de 34, que lo estaba en Enero de 
1858, en fuerza de los decretos números 113 de 23 de Eneró de 49 
y del decreto número 6 ^Je 16 dé Octubre de 57. « 

13° La Constitución del Estado fecha 17 de Octubre de 61 de- 
claró en su artículo 201, que se continuaran observando las leyes 
secundarias vigentes en el Estado hasta esa fecha. {Torno 6 '^ ^ 
pág. 67,) Y lo estaba el decreto de 28 de Noviembre de 1860 y con 
él el decreto de 16 de Abril de 34, 

14° No hay un decreto del tomo 6 ® desde la página 68 en que 
concluye la Constitución del Estado de 17 de Octubre de 61, hasta 
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la página 100 y desde ésta hasta la 128, en que se registra un de- 
creto de Marzo de 1862, otro decreto en que se derogue el de 16 de 
Abril de 34 

15* Luego me es lícito inferir con la 2 «^ Sala, que estaba vigen- 
te en el Estado de México el 20 de Marzo de 62, el decreto numero 
379 de 16 de abril de 1834. 



Objeciones contra la exactitud de la historia anterior. 



PRIMERA. 

La opuso el Sr. Losano, desprestigiando el decreto de 16 de Abril 
de 34, al que calificó, aunque en términos muy suaveí?, de inmoral, 
trastornador de las tradiciones sociales y perturbador del sosiego 
de las familias. Aseguró, que la opinión pública habia rechazado 
ese decreto; y para ja\tificar su. aserto, citó el decreto número 432 
de 15 de Octubre de 34, en que se reconoció como nacional el pro- 
nunciamiento de Cuerna vaca, verificado e! 25 de Marzo del mismo 
año de 34. Añadió, que como efecto de ese pronunciamiento, se es- 
pidió la convocatoria á sesiones extraordinarias de 4 de Noviem- 
bre de 1834, en que se designó, como asunto grave, la derogación 
del decreto de 16 de Abril de 34, el cual por fin se derogó por decre- 
to de 19 de Diciembre del mismo año. Parajustificar quela deroga- 
ción del decreto de 16 de Abril no iné obra del espíritu ele partido, 
leyó los nombres de las personas respetables que cubren el decreto 
de 19 de Diciembre dé 1834. Contesto: 

1* Que podia haberse omitido la objeción porque moral ó inmo- 
ral el decreto de 16 de Abril de 34, fué do hecho una ley vigente. 

2" La apreciación sobre el fallo del pueblo no puede referirse al 
decreto de 16 de Abril de 34, sobre el que nada dijo el célebre de- 
creto número 432 que declaró nacional el pronunciamiento de 
Cuemavaca, (Tomo .^** pág. 35^), 
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3? En cuanto al espíritu de partido, hay mucho que decir; pero 
me concretaré á los puntos siguientes: 1° El pronunciamiento de 
Cuernavaca de 25 de Mayo de 34 íué una ramificación del de On- 
zava y Córdoba verificado el 24 de Abril de 34. — 2" A consecuen - 
cia de ese pronunciamiento, disolvió las Cámaras del 5" Congreso 
de la Union el general Santa- Anna, en 31 de Mayo del mismo año. 
— 3*? El 9 de Julio siguiente se convocó á elecciones para diputados 
y senadores al Congraso general. — 4" En 4 de Enero de 35 se ins - 
taló el 6" Congreso de la Union; y el 5 de Mayo se declaró ese 
Congreso con facultades para reformar la Constitución de 24, has- 
ta expedir el 30 de Diciembre de 36 las 7 leyes constitucionales. 
(Védse la colección de leyes fundamentales, edición de Cumplido, 
de 1856 desde la pág. 165). — 5" A semejanza de lo que hizo el 
Congreso general, la nueva Legislatura del Estado se declaró con 
facultades para reformar la Constitución, según el decreto núme- 
ro 432 antes citado. — 6" La Legislatura revolucionaria se instaló 
en 4 de Setiembre de 34-, (Tomo 2? p%. 349) figurando en ella co- 
mo presidente el Sr. Dr. José M* Viscarra, canónigo que fué de la 
catedral de México. — 7" La convocatoria á que alude el Sr. Loza- 
no está firmada por los Sres. Doctores D. Diego de Germán y D. 
Nicolás Aragón, eclesiásticos respetabilísimos, de los^^uales uno 
murió de Cura del sagrario. 

•4*? De los hechos espuestos se infiere, que el pronunciamiento de 
Cuernavaca sijpfnificó la lucha y triunfo del partido Escoces contra 
el partido Yorkino; ó mejor dicho: del partido centralista contra el 
partido federalista, y por muy ilustres y respetables que sean los di- 
putado» que firmaron el decreto derogatorio de 19 de Diciembre de 
34, no por esto dejó de inspirar este decreto el espíritu de partido, 
porque en el centralista figuraron hombres muy respetables; y ya 
que de nombres se trata, no debí olvidarse que en la TiOgislatura 
liberal que expidió el decreto de IG de Abril de 34, figuraron tam- 
bién hombres ilustres 3'' respetables como los Sres. José del Villar, 
Simón de la Torre, Joaquín Zolórzano, Vicente Paez, Rafael M* 
Villagran, José IVI" González, José Joaquín Valdés, Manuel Robre- 
do, Joaquín María Bars, Pedro de Guadarrama, Rafael Marí& 
Martínez, Francisco Suarez Triarte y Ramón Gamboa. De éstos el 
5"fué diputado constituyente; los tres siguientes honradísimos agii- 
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cultoreí? de Toluca, siendo D. José M* González el hombre de em- 
presa á quien debe Toluca los portales y otras mejoras de impor- 
tancia. (VáÍ8e elTomo 2° de la colección pág. 336), 



OBJECIÓN SEGUNDA. 

Fué también opuesta por el Sr. Lozano contra la proposición 
asentada por mí y acogida por la 2" Sala en que se dijo: qyueel ar- 
ticulo 125 del Estatuto Orgánico del Estado^ de 13 de Setiemln'e 
de 1855 (Tomo 5° pág, 216) derogó las leyes de Santa-Ana, en lo 
que hacían relación á la administración interior del estado. No 
pudiendo resistir al texto categórico del artículo 125, los ataques 
del Sr. Lozano sé diiijieron á la legitimidad de la ley y dijo: — 1° 
Que los autores del Estatuto se hablan excedido en sus facultades 
porque el artículo 4? del Plan do Ayutla solo los autorizaba para 
expedir una ley de organización meramente política, 3^^ no para le- 
gislar en todos los ramos de la administración. — 2" El Plan de Ayu- 
tla no derogó todas las leyes del general Santa Ana, sino única- 
mente las leye^ sobre sorteos, pasaportes, capitación, derecho de 
consumo y las que pugnaran con el sistema Republicano.— 3" Que 
en consecuencia, solo el dictador de Ayutla, por una ley especial, 
ó el Congreso constituyente en ejercicio de su facultad revisora, 
pudieron derogar las leyes de 17 de Setiembre y 6 de Diciembre 
de 1853 por las que quedó derogado el decreto de 16 de Abril de 
34?. Contesto: 

1" Podría concederse todo sin peligro, porque tratándose en los 
autos de una sucesión abierta en 20 de Marzc de 18G2, tendria- 
mos desde luego el decreto del Sr. geneal Berriozílbal de 28 de No- 
viembre de 1860, por el que se declararon vigentes las leyes que 
lo estaban en Enero de 1858; y ya está demostrado, que en ese mes 
estaba viséente el decreto de 16 de Abril de 1834, en virtud del de- 
creto de 16 de Octubre de 1857 y del artículo 34 del número 113 
de 25 de Enero de 49, por cuyos fundamentos el Gobierno del Sr. 
general Riva Palacio, en IG de Febrero de 1867 y la Legislatura 
del Estado, en 11 de Julio de 68, creyeron haber estado absoluta- 
mente derogada la ley de 10 de Agosto de 57, la cual era incom- 
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patible con el decreto de 16 de Abril de 34, según el índice Ruano 
y testimonio de la Legislatura de 1869. 

2*? La objeción, por lo expuesto, no es mas que meramente aca- 
démica, para contrariar mi informe ante la 2* Sala; pero como se 
deprime de algún modo el buen nombre de los autores del Estatu- 
to Orgánico, voy á contestar directamente á la objeción, en su de- 
fensa y en la mia. 

"3° La usurpación de facultades en el Legislador, arguye inepti- 
tud, ó mala íé. Contra estos cargos basta recordar los nombres de 
los tres abogados que suscriben el Estatuto Orgánico del Estado. 
Son el Sr. Lie. Lsidro A. Montiel, jurisconsulto distinguido, publi- 
cista notable y tipo de honradez; el Sr. Lie. Francisco de P. Cuevas, 
abogado notabilísimo y ejemplar de probidad, y el Sr. Lie. Manuel 
Alas, actual Magistrado de la Suprema Corte y personaje honra- 
dísimo. Los demás, como los Sres. general Plutarco González, D. 
Luis Madrid y general Felipe B. Berriozábal, si no eran abogados, 
sí personas intachables por su conducta y de bastante buen sentido 
para conocer las facultades que les daba el artículo 4" del Plan de 
Ayutla. 

4" Este artículofacultóaljefe principal de las fuerzas de un Depar ta- 
mento,paraqueasociadodecinco personas, bien conceptuadas, que eli- 
jiera él mismo, acordara 3'' publicara el Estatuto provisional que de- 
biera regir en el Departamento, sirviendo de base indispensable 
para cada Estatuto, que la Nación seria una sola, indivisible é inde- 
pendiente. Estas últimas palabras revelan, que la.s facultades de 
los legisladores de los Estados eran tan amplias, que fué necesario 
ponerles la tacsativa de que no st; declararan repúblicas indepen- 
dientes, fraccionando la república, la cual debia ser siempre una 
sola é indivisible. 

5? El artículo 3 ^ del Plan de Ayutla erigió una dictadura para 
los intereses federales, y el artículo 4 ^ erigió dictaduras en cada 
Estado para los intereses locales. Se creó de hecho una Federación, 
y por esto al espedirse la convocatoria de 16 de Octubre de 55, 
para la reunión del Congreso Constituyente, (Archivo meooicano, 
tomo 1 ^ , pág, 81) se consideraron á los Estados como preexisten- 
tes en el goce de sus derechos políticos. Si no se creaba una Fede- 
ración, son incomprensibles los artículos 3 ® y 4 ® del Plan de 
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Ayutla. ¿Para que servían los Estatutos Orgánicos ele los Estados, 
si los gafes de éstos habían de ser simples Prefectos del Centro 
Se comprende la organización política especial en cada Estado, en 
una Federación; pero no en el centralismo el cual exige unidad en 
todas las escalas de la administración. 

6° Tan es una verdad palmaria que el artículo 4° del Plan de Ayu- 
tla organizó á los Estados con facultad de legislar, que cuando so 
espidió el célebre Estatuto Orgánico de 15 de Mayo de 56, en q[ue 
se quitó á los Estados la faqultad de legislar, protestaron contra el 
atentado los Poderes de los Estados, como lo aseguraban los di- 
putados Guzmán y Díaz Barriga, en ol Congreso Constituyente. 
(Historia de Zarco, tomo 1 ^ , pdg. 1^,10 y tomo % ^. "pAgs. 882 y 88&.) 
Diputados notables, como lo» ya citados', y los' Sres. Escudero, Lla- 
no, Gómez, Garza Meló, y otros muchos pidieron la reprobación del 
Estatuto. (Zarco, tomo 1 ^ ,i^ág. 370, y tomo .^^ ypdgs. 108 y 12 Jp.) 
Y si fué una verdad lamentable^ que por consideraciones al Sr. Co- 
monfort, no llegó á discutirse el dictamen de la Comisión revisora 
del Estatuto; en cambio, el Congreso Constituyente reivindicó los 
derechos de los Estados, proclamando en alta voz que habia reco- 
nocido como preexistentes á los Estados libres y soberanos (Mani- 
Jíeatodél Congreso)', y para poner término á la Dictadura, espidió 
los artículos transitorios de la Constitución Federal y de la ley 
Orgánica de 12 de Febrero de 57, para que desde luego, y por solo 
el hecho de instalarse las Legislaturas do los Estados, se fueran 
contrariando, en cada uno de ellos, los efectos de la Dictadura esta- 
blecida en el Estatuto Orgánico de 15 de Mayo de 30. 

7° Adviértase, sobre todo, que en cada Estado se legisló de hecho 
hasta antes del 15 de Mayo de 56 y que en el Estatuto de esta fe- 
cha no se declararon nulas ó insubsistentes láj^s leyes espedidas, si- 
no que únicamentemente se derogaron en el artículo 125 los Es- 
tatutos de los Estados, en lo que se opusieran p«l Estatuto Central; 
y el do México no se oponía al Estatuto de 15 de Mayo, en lo re- 
lativo á la derogación de las leyes de Santa-Anna, que nunca de- 
claró vigentes el Estatuto Central. Luego quedaron bien derogadas 
por el artículo 125 del Estatuto Orgánico del Estado de México las 
leyes del Gral. Santa-Anna, en lo relativo á la administración in- 
terior del Estado. 
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8*^ Mi respetable adversario desea el testimonio del Congreso 
Constituyente contra los decretos de los Estados de Veracruz, Ja- 
lisco y México, sobre sucesión de hijos ilegítimos; y yo le diré, que 
el Congreso Constituyente, aprobó el dictamen de la Comisión de 
inquisitiva del ramo de Justicia, que propuso la revisión de los re- 
feridos decretos. {Historkt Zarco, pág. 130 á 1S5 del tormo i ^ ) Es- 
te solo voto importa una reprobación, porque no podian ser revisa- 
dos esos decretos, sino por el ultraje inferido íi los Estados* en 
fe-u administración interior; de otro modo, ^e hubieran archivado 
los expedientes respectivos como se archivaron muchísimos que se 
consideraron del todo inútiles para su revisión. El archivar aquellos 
expedientes habria revelado, que el Congreso Constituyente veia, 
como cosa baladí, la derogación de los decretos de los Estados he- 
cha por las leyes de SantaAnna. Recuérdese, por último, que la 
revisión de los actos de este señor General, tenia por objeto primi- 
tivo su responsabilidad y la reparación de los perjuicios causados en 
su administración; pero no el análisis de las lej'^es para declarar ó 
no vigentes las que quisiera el Congreso revisor. 

9° Siendo inconducente la objeción que acaba de resolverse, por- 
que aun con ella quedaría en pié la verdad de que estuvo vigente 
en -el Estado de México el decreto de 16 de .Abril de 1834, resalta 
mas dicha verdad cuando ha quedado resuelta la objeción, y firme 
el principio de que habiendo siado derogadas por el Estatuto 
Orgánico del Estado las leyes del Gral. Santa- Anna, quedó vigente 
el repetido decreto de 16 de Abril desde el 13 de Setiembre de 1855 
fecha del Estatuto Orgánico. Paso á la 

OBJECIÓN TERCERA. 

Todos mis adversarios trajeron el debate hasta el punto de per- 
mitir, que estuvo vigente en el Estado de México el 20 de Marzo 
de 1862, el decreto de 16 de Abril de 1834; pero sé empeñaron en 
sostener, que á la vez estaba vigente la ley de 10 de Agosto de 57 
porque son compatibles las dos leyes y nunca pueden creerse de- 
regadas la ima por la otra. Contestaré sencillamente dos casas: 

1" Que deben pesar en el ánimo del Tribunal el rectísimo juicio 
del compilador Lie. Pedro Ruano y de la Legislatura de 1869, quie- 



33 
nes por solo el hecho de haberse declarado vigente la ley de 10 de 
Agosto de 57 por el artículo 625 de la ley de 11 de Julio de 1868, 
dieron por derogado el decreto de 16 de Abril de 34. 

2* Agregaré, que tuvieron mucha justicia el Sr. Ruano y la Le- 
gislatura, cuando es imposible conciliar las dos leyes. En efecto: la 
ley de 10 de Agosto excluye del todo á los hijoá espurios cuando 
concurren con hijos' naturales (Art. 43); y el decreto de 16 de Abril 
considera de igual condición á los hijos naturales y espurios. La ley 
de 10 de Agosto excluye á los espurios cuando concurren con cola- 
terales del 2 '^. grado civil (Art. 43)^ y el decreto de 16 de Abril ex- 
cluye absolutamente á los colaterales en favor de los espurios; el 
decreto de 16 de Abril niega la herencia á los hijos ilegítimos, en con- 
currencia de descendientes y ascendientes legítimos. La ley de 10 
de Agosto da á los hijos naturales la tercera parte de lo que les cor- 
respondiera si fueran legítimos, cuando concurren con descendientes, 
y¿la mitad de la herencia, si concurren con ascendientes (Art. 40.) 
La ley de 10 de Agosto fué la primera que consideró al cónyugue 
superstite y distribuye la herencia por mitad entre dicho cónyugue 
y el hijo natural (Arfes. 40 y 59] y el decreto de 16 de Abril de 34, 
sin acordarse para nada del cónyugue superstite, dá toda la heren- 
cia á los hijos naturales. Por lo visto, en todo son contrarias las dos 
leyes y debe creerse derogada la una por la otra, según las reglas 
de las leyes 26 y 28 del tít. 3^ y ley 4^ tít. 4^ lib. 1° del Digesto. 

3" RuesueltíLS las objeciones, queda en pié la verdad de que es- 
taba vigente en el Estado de México, el 20 de Marzo de 1862, el 
decreto número 379 de 16 de Abril de 34. 



PARTIl TERCERA. 



En el considerando 3" se forma por la 2* Sala la argumentación 
siguiente: "Estaba en vigor en el Estado de México el 20 de Mar- 
"zo dé 1862, el decreto de 16 de Abril de 34;ti es así que este decre- 
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to declara herederos forzosos á los hijos ilegítimos á falta de as- 
cendientes y descendientes; y que son hechos comprobados en estos 
autos, que no hay ascendientes ni descendientes legítimos del Sr. 
Lie. D. Mucio< Barquera, y que D. Trinidad del mismo apellido 
pretende ser hijo de aquel Señor; 1 uego si D. Trinidad justifi- 
ca su filiación, estado civil y capacidad, según las leyes vigentes en 
el Estado de México, el 20 de Marzo de 1862, D. Trinidad Barque- 
ra es y debe ser heredero forzoso del Sr. Lie. Mucio Barquera, se- 
gún el decreto de 16 de Abril de 34. 

1 La argumentación es buena porque todas las premisas son 
verdaderas y se infiere la consecuencia, según las reglas de la lógi- 
ca. Descendamos ya al análisis de las leyes vigentes en el Estado 
de México, por las cuales deba fijarse el estado civil y capacidad 
de D. Trinidad Barquera. 



PARTE CIJARTA. 



Avanzada ya la cuestión á este terreno, los considerandos 4® y 5 
de la sentencia de vista consignan estas tres proposiciones: 

1* No estuvo vigente en el Estado de México, el 20 de Marzo 
de 62, la ley 11 de Toro. 

2* Estuvo vigente en aquel Estado y en la misma fecha la ley 
8*, título 14, partida 3*, con todas sus concordantes. 

3* D. Trinidad Barquera ha probado bien su filiación conforme 
á las leyes anteriormente citadas. Analicemos cada una de estas 
cuestiones. 



La ley 11 de Toro, es absolutamente incompatible con el texto 
y filosofía del decreto de 16 de Abril de 34, y en consecuencia, ha 
quedado derogada aquella ley por este decreto. 
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1? El decretx) de 16 de Abril de 1834 niveló absolutamente & 
los hijos naturales con los hijos espurios, cuando dijo que todos eran 
herederas forzosos, fuera cual fuese la clase, estado ó condición de 
los padres; y la ley 11 de Tora establece tales diferencias entre los 
hijos naturales y los espurios, que seria imposible en la practícala 
aplicación del decreto de 16 de Abril de 34. 

2? El primer requisito exigido por la ley Jl de Toro es la apti- 
tud en los padres para casarse, al menos en la ^poca del nacimien- 
to del hijo, y esto por lo común es imposible entre los padres^adúl- 
teros, insestuosas y sacrilegos. En efecto: respecto de los adúlteros, 
se ha sostenido con razones incontestables, que no legitiman á sus 
hijos ni les dan siquiera la calidad de naturales, aunque nazcan en 
época en que ya los adúlteros podrían casarse. (Véase la eooadentQ 
nota al núm, 9 del coméntala dé Llamas y Molina ala ley 11 de 
Toro,) 

3? Respecto de las hijos insestuosos, es indudable la imposibili- 
dad de que puedan casarse los padres de estos á quienes la ley nie- 
ga la dispensa matrimonial, como son los hermanos ó el padre y la 
hija. Y aun tratándose de padres que puedan obtener dicha dis- 
pensa, se ha sostenido por los autores, que no darían á sus hijos la 
calidad de naturales, porque la ley 11 de Toro habla de la aptitud 
legal y no de la aptitud por dispensa ó privilegio. (GomentaHo de 
Molina, núm, 8.) 

4*? Los padres de los hijos sacrilegas nunca han podido tener ap- 
titud para casarse. Luego no podría darse el primer requisito de la 
ley 11 de Toro para que fueran herederos forzosos los hijos ilegí- 
timos, según el decreto de 16 de Abríl de 1834. 

6? El segundo requisito de la ley 11 de Toro es el concubinato 
en la casa del padre; y este concubinato ora imposible entre los 
adúlteros, sacrilegos é insestuosos.. El concubinato en la casa del 
padre adúltero habría importado el abandono déla muger propia 
y la ostentasion del crimen de adulterio; el mismo concubinato en 
los insestuosos y sacrilegos habría sido el escáddalo y la publicidad 
del crimen; y muy pocos ó ninguno se habrian atrevido, en las épo- 
cas en que estuvo vigente el decreto de 16 de Abril de 34, á desa- 
fiar á la sociedad y á la justicia. Es por otra parte inconcebible, 
conno prohibido en general el concubinato por la ley 7, título 26, 
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lib. 12 de la N. R. y por las cédulas de 10 de Marzo de 1^18 y 25 
de Febrero de 1813; y como estando prohibido aspecialmente para 
los casados y clérigos por las leyes 1^,2* y 3 * , tít 26, lib. 12 de 
la N. R. se exije el crimen como un requisito para producir efectos 
civiles. 

6" El tercer requisito de la ley 11 de Toro es el reconocimiento 
del hijo para suplir el^del concubinato que no era fácil ni entre 
personas solteras. Pues bien: este reconocimiento era imposible ó 
casi imposible entre los sacrilegos, adálteros é insestuosos, porque 
el reconocimiento importaba la confesión de un crimen que no es> 
fácil hacer ni ante testigos. 

7*? Por lo expuesto se ve xjue no han podido existir unidas la ley 
11 de Toro y el decreto de 16 de Abril de 1834; porque habría si- 
do casi imposible la realización ó práctica de los efectos del decre- 
to de 16 de Abril de 34, si se hubiera exijido á los hijos expurios 
el requisito de la aptitud de los padres para casarse, el concubina- 
to ó el reconocimiento expreso de los hijos. Hal^ian decretado los 
diputados de la legislatura de 34 una cosa imposible, un absurdo 
irrealizable, y los absurdos nunca se suponen en el Legislador. (Pa- 
checo, comentario á la ley 11 de Toro, núm. 105, pág. 169.) No im- 
porta que no se haya derogado expresamente la ley de 11 de Toro 
por el decreto de 16 de Abril de 34, basta que sean incompatibles 
para que se supla la cláusula derogatoria, como enseña Mr. Domat 
en su derecho público, lib. preliminar tít. V, sección 2', reglas 11 
y 21, tomo 1^, págs. 183 y 190. 

8*? Siendo verdad que los hijos incestuosos, sacrilegos y adulte- 
terinos estaban libres de la prueba de la ley 11 de Toro, por el 
mismo hecho y á fortiori lo debian de estar los hijos naturales, 
porque siempre han sido de mejor condición y' mas considerados 
por la ley y porque Je lo contrario, seria darle menores efectos le- 
gales á una unión p-lgo disimulable, como el concubinato, que á la 
unión escandalosa del clérigo ó monja, ó á la criminal de los adúlteros 
ó á la monstruosa de los incestuosos, y hasta la horrenda que hiciera 
recordar las fábulas infames de Yocasta y de Mirra. Este absurdo 
tampoco puede suponerse, y con tanta mas razón cuanto que, el ob- 
jeto de la letra y del espíritu de la ley de 16 de Abril de 34, fué con- 
fundir y nivelar en derechos y en el nombre á los hijos naturales y 
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á los espurios, luei^o lo que se diga de unos debe decirse de otros; lue- 
go para Lodps ellos quedó derogada la ley 11 de Toro. Contra 
estas doctrinas la única objeción seria que se ha opuesto, es la si- 
guiente: 

OBJECIÓN. 

La ley 11 de Toro no designaba la forma del reconocimien- 
to, y se suplia por la prevención de la ley 7, tít. 22, lib. 4" 
del Fuero Real; luego en último término, ha debido aplicarse la 
lej de 16 de Abril de 34, observándose el reconocimiento prescrito 
por la ley del Fuero Real. Contesto. 

1" Como se vé se redúcela cuestión y se insiste únicamente en el 
reconocimiento; y ya está demostrado que no era realizable en los 
padres adúlteros, sacrilegos ¿incestuosos; por lo que son también 
incompatibles el deéreto de 16 de Abril de 1834 y la ley del Fuero 
Real. 

2" Las ley^s del F. R. solo son verdaderas leyes en donde se 
usan, según la ley 3", tít 2% lib. 3** de la N. R.; y la ley 7, tít. 22^ 
lib. 4? del F. R. no ha estado en práctica. Lo demuestro con las 
observaciones siguientes: 

3"? Contra Bermudez de Castro que sostiene que lá ley del F. 
establece la forma para el reconocimiento de 1oí=» hijos naturales, te- 
nemos centenares de autores, defensores enérgicos, de que la refe- 
rida ley solo trata de la adopción. Citaré al Sr. Ortiz de Zúñiga, 
(Jurispi'^udencia cimly lib, i", tit ^, sección i* cap, ó"*-, tomo l'^ pág^ 
29). (Al Sr. Caravantea en ausjnotas al Bonier, tratado de las 
pruebas, tonio i", nota de la pág. 256 edición Madrilefía de 1869; 
ó edición Mexicana y tomo l'^pág, 156) Al Sr. Pacheco En su covien- 
tario á la ley 11 de Toro números 82 y 83, tomo i*? pág, 160) 
Iiagpan*divergencia (fe o¿/iniones sobre la verdadera filosofía de 
la ley del F. R. revela que su texto no ha estado en práctica; por- 
que el Sr. Bermuder. habría citado las ejecutorias favorables á su 
opinión, cuando combate con energía la de sus adversarios. Estos 
éü su vez, citan muchísimas ejecutorias en las que ha bastado el re- 
conocimiento tácito del padre contra lo prevenido en la ley del 
Fuero. El Sr. Caravantes en la obra referida, cita 12, y al adicio- 
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nar el Diccionario del Sr. Escriche, en unión del Sr. Galindo, en la 
magnífica edición Madrileña de 1875, al artículo Hijo natural, tomo 
3°, pág. 58, cita otras mas recientes' como la de 11 de Junio de 
1870, 5 de Enero y 20 de Abril de 1871 y 23 de Marzo de 1872. 
Si hemos de dar crédito al Sr. Goyena, él nos asegura en el apén- 
dice núm. 2, al tomo 1** de sus Comentarios al Código civil Fspañol, 
pág. 486, que la prática se ha dec.idido generalmente por el recono- 
cimiento tácito, contra lo dispuesto en la ley del F. R. Luego ésta 
ley no ha estado en práctica. 

4? Toda duda se resolvería con la ejecutoria López Tello, fecha 
22 de Julio de 1856. En ella consigna la 1* Sala del Tribunal Su- 
perior de Toluca compuesta de los Sres. Gómez Egiarte, Montano, 
Monter y Otamendí: que para la prueba de la filiación de los hijos 
naturales, no podria haber otra clase en el Estado, que la íq pre- 
sunciones ^ cuando la ley de 16 de Abril de 34 no habia establecido 
el modo de probar la tíliacion.(^ Corre impresa la ejecutoria,, unida 
al informe del Sr. Lie. Isidro A. Montiel por la tipografía del 
Instituto Literario de Toluca á cargo de Manuel Já/menez, en 
1856, Se agrega de ella una copia á este alegato,) Con esa ejecu- 
toria se demuestra que no estaba en práctica en el Estado la ley 
del F. R. y que bastaban las presunciones para probar la filiación. 

5? Insistentes mis adversarios hasta el extremo, repiten en en- 
te punto, que debia haber probado D. Trinidad Barquera su filia- 
ción por la ley de 10 de Agosto de 57, siquiera fuese como una 
doctrina aceptable; pero en este punto les contestaré con sus mis- 
mos argumentos. 

6? Para ellos es una verdad innegable que el decreto de 16 de 
Octubre de 1857 derogó todas las leyes de procedimientos; para 
ellos también es otra verdad, que la ley de 10 de Agosto de 57 
estaba vigente al expedirse el decreto de 16 de Octubre. Ahora 
bien; la ley de 10 de Agosto no es una ley meramente civil, sino 
que lo es también de procedimientos, estableciendo y reglamentan- 
do las pruebas de la filiación. Es clarísimo, que las pruebas perte- 
necen al procedimiento, según lo expresa la ley 1. ^ tit. 14, Part. 
3. ^ y lo enseña, entre otros, el Sr. Caravantes (Tomo ^ de su ley 
de enjuiciamiento, números 727 y 723, pág, 133,) Luego si el de- 
éreto de 16 de Abril derogó todas las leyes de procedimientos de- 
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ben eonfesar mis adversarios que derogó la de 10 de Agasto de 57 
en la parte de procedimientos. No es posible entonces que insistan 
en que la prueba de Barquera se sujete al procedimiento de la ley 
de 10 de Agosto. 

7? Aplicar como doctrina la referida ley, seria no solo un arbi- 
trio ilegal sino injusto; porque siendo mas. severa la ley de 10 de 
Agosto que las leyes de partida vigentes al abrirse la susesion del 
Lie. Barquera, seria dar efecto retroactivo á la ley de 10 de Agosto, 
cambiándole solo el nombre de ley por el de doctrina; y las leyes 
que fijan el estado civil 6 capacidad de las personas no pueden te- 
ner efecto retroactivo, ofendiendo derechos adquiridos y tratándo- 
se de la validez de actos anteriores á la ley. Así lo dice laTfraccion 
2. ^ del art. 3. ® del Código civil del Estado de México y así lo 
enseñan los autores entre otros el Sr, Escriche, en su artículo ♦•Efec- 
to retroactivo,»» párrafo 3"?, parte 5*, caso 1" 

Luego, ni como ley, ni como doctiriña puede aplicarse á la 
prueba de D. Trinidad Barquera la ley de 10 de Agosto de 1857, 
porque este señor adquirió derechos á la herencia el dia del falle- 
cimiento del Sr. Barquera, fecha en que no estaba vigente la ley 
de 10 de Agosto, la cual modificó el estado civil de los hijos natu- 
rales y espurios, exijiendo requisitos que antes no estaban en prác- 
tica. 

8** Quedando ya demostrado que no estuvieron vigentes en el 
Esíado de México, ni la ley 7, tít. 22, lib. 4'^ del F. R. ni la ley 11 
de Toro, ni la de 10 de Agosto de 1857, el dia 20 de Marzo de 1862, 
necesitamos buscar la ley vigente por la que se determine el esta- 
do civil y capacidad de D. Trinidad Barquera. 

ir. 

La segunda Sala ha dicho, que estaban vigentes la leyjS", tít. 14, 
partida 3* y sus concordantes. Voy á demostrarlo: 

1"? Nadie duda que estuvieron vigentes en la Repáblica las le- 
yes Españolas después de la Independencia, ya porque no era po- 
sible que nos quedásemos sin leyes, ya porque en los tratados de 
Córdova, artículo 12^ se reconocieron las leyes vigentes en lo que 
no se opusieran al Plan de Iguala. Hay otras disposiciones relativas 
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y generales, pero como se deseará una especial del Estado de Mé- 
xico, citaré el artículo 71 de la ley Orgánica número 18 de 6 de 
Agosto de 1824 {Tcmw l'í de la colección, pág, 30) en el que se re- 
conocieron como vigentes las leyes anteriores que no pugnasen al 
acta Constitutiva de la República y á la ley Orgánica citada. 

2" No habiendo duda sobre la vigencia de la ley 8*, tít. 14 Part. 
3*, es claro que han podido y debido recibirse todas aquellas prue- 
bas que formen grandes presunciones sobre la filiación. 

3? Aunque las leyes de partida, exijian el concubinato para la 
prueba de la filiación de los hijos naturales, no era necesario, según 
ellas, que el padre tuviera á la concubina en casa, según lo enseñan 
el Gregorio López, en la Glosa 7, á la ley 1*, tít. 15 partida 4* y 
el Llamas y Molina en su comentario á la ley 11 de Toro, núm. 4, 
tomo 1. ^ , pág. 213. 

4? Bastaba que el concubinato fuera público, que el hombre en 
trase publicamente á laT casa de la muger, y que se diese escánda- 
lo á los vecinos, como lo afirma Acebedo en su comentario á la ley 
11 de Toro, ó 9. ^ , tít. 8, lib. 5. "^ de la R. al núm. 2. 

5**. Según la ejecutoria López Tello no se ha exijido en el Es- 
tado otra prueba, mas que la de presunciones, para la filiación de 
los hijos iíegitimos. 

6? Queda ya demostrado con las ejecutorias citadas por el Sr. 
Caravantes, con las doctrinas de los Srs. Goyena, Pacheco y Ortiz 
de Zuñiga, que no es necesaria otra prueba que la del reconocimien- 
to tácito. 

7? En el Estado tienen gran fuerza las doctrinas de los autores 
que fijan la interpretación de una ley ó dan testimonio de una 
práctica, porque así lo dispone, el decreto núm. 18 de 23 de Enero 
de 1847. (Tomo 3. ^ , pdg* 79.) 

89 Cuando no hay ley expresa, el buen criterio de*lo3 jueces de- 
be atenerse á los principios generales del derecho, según la nota 
2. ^ á la ley 11, tít., 2 lib. 3, de la N. R. y art. 20 del Código ci- 
vil del Distrito. 

9* A falta de otros medias de justificación, puede acreditarse que 
es uno hijo, por los medios ordinarios de prueba que el derecho es- 
iablece, según el art. 338 del Código Civil del Distrito. 

10. En caso de difícil prueba, son admisibles las presunciones. 
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(Ántmiio Gómez. Varias resoluciones, tomo 3^-, cap, 12, núm. 21, 
Acevedo en la. ley 4^, tit. ^*?, lih, 8 de la R núm. 51 y los argumen- 
tos de» las leyes 4-^, tit, 9, lib, 5" de la R; ^* tit. ff", lih. 5" del mis- 
mo Código. 

11. El reconocimiento ante dos testigos llevaría el requisito de 
la ley 7* tit. 22, lib. 4 del F. R, porque esta ley no fija el número 
de testigos y dos hacen plena prueba, según la ley 32, tit. 16, Part. 
á" Veamos, según esto, si la prueba rendida por D. Trinidad Bar- 
quera llena los requisitos de la ley 8" tit. 14, partida 3* y sus con- 
cordantes. 

III 

La 2* Sala afirmó, que D. Trinidad Barquera habia probado 
bien su filiación, conforme á las le3''es últimamente citadas; y creo 
que ha tenido justicia, por los fundamentos siguientes: 

1? La prueba en conjunto es irresistible y deja la convicción 
moral mas profunda de la filiación de D. Trinidad Barquera. Hay 
de notables las circunstancias siguientes: • 

2" Trece testigos contestando á las preguntas 11 y 12 del inter- 
rogatorio "afirman, que los padres de mi cliente vivían en concubi- 
nato público, en la casa de la madre de la señora; que todos consi- 
deraban á ésta como concubina del Sr. Barquera y á Trinidad como 
hijo de aquellos. Bastaba este concubinato, según las doctrinas de 
Gregorio López y de Molina antes citadas; y teníamos el escándalo 
público á que alude Acevedo. 

3? Aseguran los testigos en la respuesta 4*, que reconoció el Sr, 
liic. á Trinidad como á su hijo. 

4? Los testigos José' Vicente Zamora y Rafael Mercado, dan 
testimonio de una conferencia habida entre el padre D. Teodoro 
Orihuela y el Sr. Barquera, en laque éste reconoció por hijo á Tri- 
nidad, habiendo tenido por objeto la conferencia vindicar el honor 
ultrajado de la casa del padre. (Fojas 22 á 25, respuesta 2^ y ^* 
Tenemos entonces el reconocimiento ante dos testigos, y llenados 
los requisitos de la ley del F. R. de que tanto mórito se ha hecho. 
5" Vicente Martínez y José Vicente Zamora dan un testimonio 
importante (Fojas 21 y 28 á 25, respuesta 3* Esta prueba tiene 
l)uen apoyo en los argumentos de las leyes 12, tit. 14, p. 3 versí» 

culo »»pero cosas" y 12, tit. 17 p. 7* 

o 
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6Í 1). trinidad Üribé, tio político dé los adversarios de mi cUcn* 
te, D. Marcelino, D. Jesús y Doña Rita Barquera, fué escribiente del 
juzgado de Ixtlahuaca cua^ndo el S. Lie. Barquera era juez; fué el 
padrino de bautismo de Trinidad, confidente y amigo íntimo del 
Sr. Baríjuera; y él nos afirma, que el referido Sr. Lie. reconoció á 
Trinidad como su hijo, encargándole lo tuviera bajo su custodia y 
prometiéndole pagar los gastos de la educación del niño. Fojas 15. 

7° Leandro Sánchez, ministro ejecutor del juzgado y amigo del 
Sr. Barquera, recibió la confidencia de éste de ser el padre de Tri- 
nidad; y por su conducto se daban alimentos al niño. {Foja^ 30 
vuelta, á 3^,) 

8" Luisa Reyes afirma que el Sr. Barquera pagaba en un tiempo 
la escuela de Trinidad. [Fojas 34^ vuelta^ d 35.] 

9"" Rafael Montano fué criado del Lie. Barquera, y llevó dinero 
varias veces á la madre de mi cliente. (Fojas 33.) 

l(f Margarita Montoya, criada del Sr. Barquera, pbr las relacio- 
nes intimas de este señor-con la madre de mi cliente, creyó por mu- 
cho tiempo que eran casados. {Fojas 4-, vuelta, respuesta 15.) El 
Sr. Barquera confió á la testigo, que Trinidad era su hijo. (Fojas 
9, respuesta 16.) 

11? Agapita Zamora asegura, que el Sr. Barquera dio en algún 
tiempo alimentos al niño. (Fojas ^0, respivesta ^ ^ ) 

12? Todo esto forma un conjunto de presunciones vehementísi- 
mas é irresistibles. Luego la prueba es conforme con la ley 8*, 
tít. 14, p. 3*, vigente en el Estado de México, en 20 de Marzo 
de 1862. 

13" La prueba es irrefragable en contra de Doña Dolores, porque 
fué rebelde á la absolución de posiciones y fué declarada por con- 
fesa, según los artículos G40 y 6.52 del Código de procedimientos 
civiles. 



Objeciones contra la prueba. 



La única atendible opuesta en la 3 ^ instancia, es la quo 
se indicó desde la 1 ^ , refiriéndose á la forma y no á la esencia d^ 
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la prueba. Se dijo entonces y se repitió hoy: que la prueba era ile- 
gal, porque se habia recibido contra las prescripciones del artículo 
33 de la ley de 10 de Agosto de 57, que prohibe averiguar la pa- 
ternidad por otros medios que no sean los que ella establece. Re- 
petiré ahora las respuestas que di entonces: 

1* Sé trataba de averiguar el estado civil y capacidad de Trini- 
dad Barquera; y está demostrado dif asaraento, que esos requisitos 
debían sujetarse á las leyes vigentes en el Estado de México. Tam- 
bién se ha demostrado, citando entre otras disposiciones legales, el 
. artículo 24 de la ley Orgánica de 14 de Diciembre de 1874, que en 
el Distrito Federal ha debido reconocerse y respetarse el estado civil 
de mi cliente, según lo determinan las leyes del Estado de México. 
Luego la prueba ha sido bien y legalmente recibida; porque seria un 
sarcasmo que los jueces del Distrito tuvieran el deber de admitir 
y respetar el estado civil de Trinidad Barquera, y que le negaran 
el modo de justificarlo. 

' 2? La mayor parte de la prueba se recibió en Huichapan, Ixtla- 
huaca y Toluca, del Estado de México, Allí la prueba debió suje- 
tarse del todo á las leyes del Estado; (Héffter, obra citada, pág, 
95) y esas leyes no prohibían averiguar la paternidad por otros 
medios diversos de los establecidos en la ley de 10 de Agosto de 
57, porque esta ley no estaba allí vigente, ni al abrirse la sucesión 
ni al recibirse la prueba. 

3? En la verdad de este principio descansa lo prevenido en el 
artículo 369 de la ley de procedimientos del Estado de México, 
(Tomo 6"^, pág, 35^) bX prevenir que el juez ejecutor cumpla con 
lo (Jue disponga el juez reque rente, siempre que lo que se lleve á 
ejecución, no lo repugnen las leyes del Estado. Luego el juez re- 
querido tiene que sujetarse á las leyes del Estado y no á las es- 
trañas. 

4* La prueba referente á la esencia del negocio, pertenece á los 
procedimientos decisoríi litis; y estos deben sujetarse á la ley del 
lugar en que ha pasado el hecho qne trata de probarse. {Blunts- 
chlij en los articidos 900, 901 y 902 con sus notas respectivas), 

a* En la sentencia de 1* instancia de 8 de Setiembre de 1871 se 
tuvieron en consideración todas las pruebas, como legales en su 
forma, y usó el juez de estas palabras terminantes: ''Atendidas las 
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^[pruebas rendidas por todos los interesados, etcn Luego ya no 
puede objetarse por defecto de forma la prueba de mi cliente. Sus 
adversarios no ape]aron,ni se adhirieron siquiera á la apelacion,en el 
punto de la prueba; luego para ellos debe ser una verdad que la 
prueba de mi cliente es legal y no pueden pretender que se altere 
la sentencia consentida por ellos, en lo relativo á la prueba. Es ya 
oportuno analizar el considerando G" de la sentencia. 



PARTE <|1JINTA. 



El 6" considerando se ocupa de resolver la objeción aducida por 
uno de los patronos, en contra de la demanda interpuesta por mi 
cliente. Se le objetó, que no habia presentado su demanda con las 
solemnidades exijidas por el derecho Romano y especialmente por 
el argumento de la ley 30,, título 4", libro 23 del Dige^t©, supuesto 
que pidió conforme á la ley de 10 de Agosto dé^57y alegó después 
la del Estado de IG de Abril de 34. Ampliaré las respuestas de la 
2* Sala. 

1? Trinidad Barquera ha fundado siempre una parte de sus de- 
rechos en la ley de 10 de Agosto da 57, pidiendo lo que le corres- 
ponde de los biones situados en el Distrito federal. Ni las leyes Ro- 
manas ni las de Partida estaban vigentes en el Distrito cuando 
prasentó su escrito de demanda, firmado por un abogado distingui- 
do de esta Ciudad, sino la ley 2*, título IG, libro 11 de la^N. R. se- 
gún la que, ni la omisión ni el error en las leyes alegadas iniporta 
la piírdida de los derechos del actor, quien según la misma ley no 
está obligado á guardar las fórmulas estrictas del antiguo derecho. 

2" Aún no estaba vigente el Código de procedimientos civiles, 
ni estaba bien determinado en la práctica lo que debiera hacerse, 
cuando ¿e presentaran diversos pretendientes á la sucesión de un 
intestado, pidiendo, con derechos opuestos, la declaración de here- 
deros. Presentadas las solicitudes y rendidas las pruebas de todos 
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los interesados á la sucesión del Sr. Lie. Mucío Barquera, no sa- 
bia que hacerse, cuando habia derechos controvertidos; y entonces 
el juez mandó, que pasaran los autos al defensor del intestado Lie. 
Manuel Diaz, para que promoviera lo conveniente; y este señor en 
escrito do fojas 30 y siguientes del cuaderno principal, pidió que 
se diera á los autos el curso de un juicio ordinario y se diera tras- 
lado á cada uno de los pretendientes," para que alegasen de buena 
pruebaysepasarandespueslos alegatos álos defensores del intestado 
y de la hacienda pública, para que pidiesen lo conveniente. El juz- 
gado en auto de 2 de Agosto de 62 {fojas ^S) mandó ordenar las 
actuaciones como lo habia pedido el defensor. Se conformaron to- 
dos con este auto, y siendo ya defensor el Sr. Lie. Nájera, pidió se 
evacuasen los alegatos, como es de verse en él escrito de fojas 43. 
Alegaron Doña Dolores Barquera y la señora viuda, combatiendo 
el alegato de mi qMqxííq y- {Cuadernos <5?, ^? y 7?); y no alegaron los 
demás, á pesar de haber tenido los autos en su poder un tiempo 
considerable. Devueltos los autos por el Sr. Lie. Aguilar, (fojas 46 
y siguientes) patrono de los sobrinos del intestado, pidió Doña Do- 
lores se citara para sentencia, y así lo deeíetó el juez, en auto de 
15 de Noviembre de 70 (fojas 56)^ronunciándose sentencia defini- 
tiva el 1° de Setiembre de 1871. 

3? De la historia anterior se infiiere, que el juicio ordinario 
comenzó desde los alegatos, por el auto de 2 de Agosto de 62; y 
Trinidad Barquera en s_u alegato hizo mérito del decreto de 16 de 
Abril de 1834 del que presentó un ejemplar auténtico. 

4? En todos sus escritos usó Trinidad Barquera, de las fórmu- 
las. '^Corno mejor proceda f' ''pido justicia;* j Q^K^ióxvíyaXa,^ tenian 
por objeto, que el juez aceptase la demanda como fuera mas con- 
forme á derecho. (Peña y Peña tomo 1, ^ , lee. 3. ^ , números 2, 7 
y 8, pág. l/fS, 1//7 y Us")^ 
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PARTE SEXTA. 



SOBRE CONDENACIÓN EN COSTAS. 

Fundo e^ta pretensión en los datos siguientes: 

1? En la confesión presunta de Doña Dolores Barquera. 

2? En que ni la viuda ni los sobrinos del intestado han nega- 
do la filiación de Trinidad Barquera, y han concretado sus preten- 
siones á exijir, que la prueba de mi cliente se reduzca & la ley de 
10 de Agosto de 57, que no estaba vigente. 

3? Es palmaria la temeridad de un litigante, cuando por dos 
sentencias se le condena en el punto principal. (Leyes 2^. y 3^ tit, 
19,lib,ll delaN.R) 

4? Según el art. 212 del Código de procedimientos civiles, siem- 
pre debe ser condenado en las costas el litigante contra el que hay 
dos sentencias conformes. 



^<*i 



CONCLUSIÓN. 



He concluido, señores Magistrados. En pocos litigios se habrán 
promovido tantas, tan graves y dif ícies cuestiones, como en el pre- 
sente; pero á pesar del prolijo estudio que me han hecho empren- 
der mis ilustrados adversarios, creo dejar demostradas las premisas 
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de las que como una conclusión extrlctamente lógica é indeclina- 
ble, se infieren las pretensiones de mi cliente. 

He demostrado: 

1® Que el estado civil y capacidad de D. Trinidad Barquera de- - 
ben determinarse por las leyes vigentes en el Estado de México, el 
dia del fallecimiento del intestado, 20 de Marzo de 1862. 

2® Que esas leyes eran el decreto número 379 de 16 de Abril 
de 1834 y la ley 8* , tít. 14, p. 3^ , con sus leyes y doctrinas concor- 
dantes. 

3*^ Que mi cliente ha probado que es hijo ilegítimo del Sr. Lie 
Mucio Barquera, y su heredero forzoso. 

4"^ Que la sucesión debe abrirse, en lo relativo á los bienes rai- 
ces situados en el territorio del Estado de México, conforme á las 
leyes vigentes en dicho Estado, el dia del fallecimiento del Sr. Lie. 
Barquera; y que respecto de los bienes existentes en el Distrito Fe- 
deral, debe arreglarse la sucesión á las leyes vigentes, en aquella 
fecha, en el mismo Distrito. 

5^ Que la ley de 16 de Abril de 1834, vigente en el Estado de 
México, da á Trinidad Barquera toia la herencia; y que la ley de 10 
de Agosto de 1857, le da la mitad de la herencia, concurriendo con 
la viuda. 

Hé aquí por qué he pedido que declarándose por este Tribunal, 
que D. Trinidad Barquera es hijo natural ó ilegítimo, en+os térmi- 
no9 de la ley del Estado, del Sr. Lie. D. Mucio Barquera, se resuel- 
va además, que es Su heredero único en todos los bienes situados 
en el antiguo Estado de México, y heredero, en una mitad, de los 
bienes existentes en el Distrito Federal. 

Algo se ha dicho, aunque con mucha finura, sobre sospecha de 
que la codicia del dinero haya impulsado á mi cliente á un litigio 
en que se compromete la honra de sus padres. Diré, señores: que 
esa honra la comprometen quienes teniendo la conciencia de la fi^- 
liacion de mi cliente, sostienen un largo, dispendioso y tremendo 
litigio, fiándose únicamente en las rigurosas fórmulas de una ley 
que no ha tenido vigor legal en el Estado de México. 

Añadiré, que Trinidad Barquera, después de sufrir infinitas des- 
gracias y la horribilísima, de ver morir á su madre paralítica, aban- 
donada y llena de^-deshonra en su pueblo, consultó si le seria lícito 
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y conveniente ttedueir sus derechos en el intestado. Recibió refi^ 
puestas afirmativas; y cuando en los momentos de rendir la prueba, 
conoció que deshonraba á sus padres y especialmente á su madre 
infeliz, ya no pudo retroceder, porque se le tachaba, por los grandes 
amigos de sus adversarios, con el odioso título de usurpador del 
nombre de hijo del Sr. Barquera, y se le arrojaba al rostro todo ese 
cieno de perversas imputaciones de que son objeto los hijos bastar- 
das, cuyo único delito es habier nacido de padres á quienes nunca 
pidieron el ser. Cuenta entre sus desgracias, la de tener hijos, y no 
quiere legarles un nombre oscuro é ignorado, ni la miseria horrible 
en la que ha tenido la desventura de nacer y vivir hasta estos mo- 
mentos, cuando es hijo de un padre rico, cuando litiga con una viu- 
da mucho mas poderosa y con unos parientes de mejores condicio- 
nes sociales. 

Descartad, señores Magistrados, todas esas imputaciones, que le- 
vantadas del sepulcro de los padres, por manos tal vez hipócritas, 
vienen á amargar y á confundir á un hijo; y declarad, os lo ruego» 
que este hijo ha tenido un padre, como tiene derecho á una heren- 
cia, para resarcirse de las desgracias de toda su vida y para pre- 
sentarla á sus hijos, como un legado estimable del hombre á quien 
debe el ser. 

Declaradlo así, porque es de extricta y rigurosa justicia. 

' Méxleo, Junio 26 de 1878. 



Lü. Prisciliano María Diaz González. 
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Con fecha 8 de Julio de iSjS, ha confirmado la V: Sala 
del yribunal Superior y en todas sus partes, la sentencia de 
V. de Julio de i8y6 pronunciada por la 2^. Sala del mismo 
yribunal, y en la qtie se declaró: que D, Jrinidad Barque- 
ra y Befnaldez es heredero único de todos los bienes situados 
en el antiguo territorio del Estado de México, y heredero en 
una mitad de los bienes existentes en el Distrito Federal 
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COPIA EXACTA 

DE LA 

EJeentaria López Tello, q«e corre impresa por la Tipografía del Initltvto 

Literario de Tolnca á cargo de Manuel Jiménez, y unida al Informe 

en lod estrados de la primera Sala del Tribunal Superior 

del Estado de México, por el Lie Isidro A* Hontlel; 

y la cual se cita, como fundamento* en 

el presente alegato. 



SENTENCIA DE 2* INSTANCIA. 

'•Tolnca, Julio 22 de 1856. — Vistos: Considerando que para la 
filiación, no puede haber otra clase de prueba que la de presunción 
aun tratándose de hijos legítimos ó naturales, y así por esto, como 
porque por las leyes antiguas eran incapaces de heredar los hijos 
espurios, no establecieron el modo de probar la filiación de esto» 
ni lo ha hecho la ley del Estado que los declaró hábiles para here- 
dar, debe por lo mismo, estarse á la clase común de pruebas que 
Bvstablece la ley 8*, tít. 14, P. 3*, entre las cuales se enumera la de 
presunción, y por analogía á la que ordena la ley 11 de Toro, que 
es la 1", tít. 5", lib 10, de la Novísima Recopilación de Castilla: 
que la prueba rendida por la parte actora en estos autos aunque 
no es evidente, sí es clara para convencer el ánimo acerca de la fi- 
liación de Don B., Doña I., Doña G., Don L. y Don R. López Tello, 
sin que obste el parentesco de algunos testigos, pues antes bien, los 
parientes son mejor instruidos que otros ningunos, cuando se trata 
de parentesco, según la ley 15., tít. 9, P. 4', y en el caso presente, 
la filiación es tanto mas probable, cuanto que la parte demandada 
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ni ha dado prueba en contrario, ni la niega, sino que solo ha dicho 
que la ignora, ni aun siquiera ha indicado otra persona que pudie- 
ra ser el padre de los individuos de cuya filiación se trata. — Estan- 
do, pues, Don B. López Tello y sus hermanos, en el caso de la ley 
del Estado, de 16 de Abril de 1834, declarada vigente por la de 25 
de Enero de 849, y por lo mismo, siendo herederos forzosos de Don 
J. T. López Tello; por la acepción legal de la palabra forzosos, ellos 
solos deben ser herederos de su padre, con exclusión de los parien- 
tes mas remotos y de los extraños, dividiendo la herencia por par- 
tes iguales los cuatro hijos vivos in capita y los nietos hijos del di- 
funto Don R. in estirpem, conforme á la doctrina de Febrero de 
Tapia, libro 2, tít. 2?, cap. 3", § 12. — Por tales fundamentos se de- 
clara: 1? Que Don B., Doña I., Don L., Don R, López Tello y Do- 
ña G. López Tello de Estrada, como hijos de Don J. T. López Tello, 
son sus herederos forzosos, y como tales deben dividir entre sí los 
bienes que constituyen la herencia por partes iguales, entrando por 
cabezas, los cuatro hijos vivos y por estirpe los nietos, hijos del di- 
funto Don R.; confirmándase en estos términos la sentencia del in- 
ferior, de 26 de Noviembre de 1855 en esta parte. — 2? Con arreglo 
á la ley 8*, tít. 22, P. 3*, cada una de las partes pagará las costas 
que hubiere causado tanto en primera como en segunde Instancia. 
— 3*? Devuélvanse al Juez estos autos con testimonio de éste para 
los efectos legales. — (?. Eguiarte, — Montaüo, — Monter y Otamendi. 
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